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Resumen

La regulación de las notificaciones administrativas en la LCSP presenta 
novedades interesantes y, al mismo tiempo, no pocas dudas. En este estudio, 
partiendo de una exposición general de la nueva disciplina, se analizarán 
los problemas detectados y se tratará de dar soluciones interpretativas en 
relación con este concreto tipo de comunicación, tomando como referencia 
la doctrina del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales y 
la jurisprudencia sobre la materia. El objetivo final es ofrecer pautas prácticas 
que permitan conocer en profundidad las líneas maestras del régimen jurídico 
de las notificaciones administrativas practicadas por medios electrónicos en 
el procedimiento de contratación pública. 

Palabras clave: contratación pública electrónica; notificaciones administrativas.

The practice of electronic notifications in public procurement. 
Transparency, competition and administrative simplification

Abstract

The regulation regarding notifications in the new legislation on public 
procurement includes interesting new insights and, at the same time, generates 
doubts. This article departs form a general perspective of the discipline and 
analyzes the problematic aspects of notifications to find solutions. The article 
takes as a reference the doctrine of the Central Administrative Tribunal of 
Contractual Appeals and the case law in this field. The final aim is to offer 
practical solutions which will allow an in-depth knowledge of the practice of 
electronic notifications in public procurement.

Keywords: electronic public procurement; administrative notifications.

1
Consideraciones generales

Como es sabido, las notificaciones practicadas en el contexto de todo proce-
dimiento administrativo constituyen una garantía fundamental del derecho de 
defensa del interesado –por cuanto que le da a conocer un acto o resolución 
administrativa que le tiene por destinatario– y son asimismo un trámite sus-
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tancial directamente conectado con la legalidad de la actuación administrati-
va canalizada a través del mismo. 

Así ocurre, igualmente, en el procedimiento de contratación1, con un 
doble matiz adicional: el deber de garantizar la libre competencia y la trans-
parencia entre todos los interesados (es decir, los licitadores), así como la ne-
cesidad de mantener comunicaciones con ellos con carácter frecuente y con-
tinuado, convierten la práctica de las notificaciones en un elemento nuclear. 

De este modo, puede afirmarse que las notificaciones administrativas dirigi-
das por el órgano de contratación al licitador o licitadores conectan directamente 
con dos de los principios que rigen la aplicación de la Ley 9/2017, de 8 de no-
viembre, de Contratos del Sector Público (en adelante, LCSP), consagrados en 
su art. 1: publicidad y transparencia2 y salvaguarda de la libre competencia; todo 
ello, sin olvidar el objetivo de la búsqueda de la simplificación de los trámites del 
procedimiento de contratación que se deriva del uso de los medios electrónicos. 

Efectivamente, que los actos administrativos que se generan en un proce-
dimiento de contratación puedan ser conocidos por sus destinatarios permite 
dar cumplimiento al deber de transparencia y publicidad que rige la contra-
tación pública; al mismo tiempo, que ello se produzca en igualdad de condi-
ciones constituye premisa imprescindible de la prohibición de discriminación 
entre los licitadores y, por tanto, de la libre competencia; finalmente, que las 
relaciones entre las partes se lleven a cabo por medios electrónicos garantiza 
ambos extremos y, además, simplifica la sustanciación de los trámites. 

En este sentido, la LCSP trata de ser coherente con la Directiva 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública, cuyo 
Considerando 52 señala que «[l]os medios de información y comunica-
ción electrónicos pueden simplificar enormemente la publicación de los 
contratos y aumentar la eficiencia y la transparencia de los procedimien-
tos de contratación. Deben convertirse en el método estándar de comuni-
cación e intercambio de información en los procedimientos de contrata-
ción, ya que hacen aumentar considerablemente las posibilidades de los 
operadores económicos de participar en dichos procedimientos en todo el 
mercado interior. Para ello, debe hacerse obligatoria (…) una comunica-

1.	 Tal y como mantiene Gallego Córcoles, en el derecho de la Unión Europea la acti-
vidad de comunicación de las decisiones adoptadas en el procedimiento de contratación se 
aborda desde una doble perspectiva: una perspectiva procedimental, entendiendo que las 
comunicaciones, en general, constituyen un eslabón imprescindible del procedimiento; y una 
perspectiva garantista, en tanto que son premisa del derecho de defensa. Gallego Córcoles, 
I.: «Las notificaciones y las comunicaciones en la Ley de Contratos del Sector Público: la 
actuación del órgano de contratación», en Gimeno Feliú, J. M.ª (coord.): Observatorio de los 
contratos públicos, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2017, en prensa.
2.	 En este sentido, Gallego Córcoles, ibidem.
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ción totalmente electrónica, lo cual significa la comunicación por medios 
electrónicos en todas las fases del procedimiento». Sin embargo, lo hace, 
en lo que afecta al tema objeto de estudio en este trabajo, por medio de 
una regulación asistemática y, en ocasiones, confusa. 

La obligatoriedad del medio electrónico, con las excepciones previstas 
en la propia Directiva, queda clara en la disposición adicional decimoquinta, 
de conformidad con la cual, «[l]a tramitación de los procedimientos de ad-
judicación de contratos regulados en la presente Ley conllevará la práctica 
de las notificaciones y comunicaciones derivadas de los mismos por medios 
exclusivamente electrónicos»; también se especifican en ella los concretos 
instrumentos que podrán utilizarse a tal fin, al señalar que «[l]as notificacio-
nes a las que se refiere la presente Ley se podrán realizar mediante dirección 
electrónica habilitada o mediante comparecencia electrónica».

No obstante, la nueva regulación introduce una cierta complejidad como 
consecuencia de un doble motivo. 

En primer lugar, influenciada por la normativa europea, usa indistinta-
mente los términos «comunicaciones» y «notificaciones» para referirse a la 
puesta en conocimiento de un acto administrativo a su destinatario, sin que 
quede clara la diferencia conceptual entre unas y otras y, más importante aún, 
las condiciones para su correcta práctica. Además, en algunos casos se remite 
expresamente a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Adminis-
trativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante, LPAC), mien-
tras que en otros o bien contempla reglas específicas para la práctica de la 
notificación o, sencillamente, no añade remisión alguna. Ello genera la duda 
de hasta qué punto resulta aplicable en relación con este extremo la LPAC y, 
además, en qué medida la LCSP tiene capacidad para modificar los aspectos 
comunes establecidos en aquella. 

En segundo lugar, no contempla algunos de los aspectos básicos de la 
práctica de las notificaciones por medios electrónicos (tales como, por señalar 
dos ejemplos, qué ocurre cuando la notificación ha sido puesta a disposición 
del interesado a través de alguno de los sistemas previstos en la norma y este 
no accede a su contenido, o qué consecuencias tiene la omisión de alguno de 
los requisitos esenciales para la práctica de la notificación por este medio). 

En este estudio, partiendo de una exposición general de los preceptos 
de la LCSP que regulan las notificaciones administrativas, se analizarán los 
problemas detectados y se tratará de dar soluciones interpretativas en rela-
ción con este concreto tipo de comunicación, tomando como referencia la 
doctrina del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales y la 
jurisprudencia sobre la materia. El objetivo final es ofrecer pautas prácticas 
que permitan conocer en profundidad las líneas maestras del régimen jurídico 
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de las notificaciones administrativas practicadas por medios electrónicos en 
el procedimiento de contratación administrativa incorporado en la nueva Ley. 

2
Premisa: las relaciones entre la LCSP y la LPAC

Uno de los aspectos más discutibles, con carácter general, de la nueva LCSP 
es el hecho de que ha continuado con el enfoque iniciado por la Ley anterior 
en el año 2007, en el sentido de desconocer la legislación reguladora del pro-
cedimiento administrativo común en lo relativo a la regulación del uso de los 
medios electrónicos en la contratación pública. 

Como he tenido ocasión de exponer en trabajos anteriores3, a pesar de lo que 
una primera lectura de la LCSP pudiera sugerir, existen argumentos para defender 
la aplicabilidad en el ámbito de la contratación pública de las normas de la LPAC 
que contemplan el uso de los medios electrónicos. Esta es la norma que tiene 
constitucionalmente encomendada la función de regular el procedimiento admi-
nistrativo común. Las leyes especiales deben respetar ese mínimo denominador, 
sin perjuicio de que posean capacidad para establecer previsiones específicas con 
el fin de adaptar el procedimiento a su ámbito material de aplicación. En este 
sentido, el límite a tal adaptabilidad es doble: de un lado, no puede prescindirse 
totalmente del procedimiento administrativo común, salvo que la propia norma 
reguladora del mismo prevea expresamente la exclusión de su ámbito de aplica-
ción de la materia concreta, lo que no ocurre con los procedimientos de contrata-
ción pública; de otro, deberán en todo caso respetarse las garantías mínimas que 
suponen para los ciudadanos los trámites que haya previsto esa norma común. Di-
cho en otras palabras, de manera justificada, podrán incluirse particularidades en 
atención a las especificidades del ámbito de aplicación del procedimiento; pero 
nunca especialidades. Junto con ello, ha de tenerse en cuenta un elemento adicio-
nal: cuando se hace referencia al uso de los medios electrónicos, se habla sobre 
todo de forma. Y la forma de producción de los actos administrativos también es 
parte del procedimiento administrativo común. 

Si aplicamos estos criterios al ámbito de la contratación pública, se llega a la 
conclusión de que la LPAC resulta de aplicación en relación con esta materia en lo 

3.	 Singularmente, Martín Delgado, I.: «Contratación pública y procedimiento adminis-
trativo común: una reflexión general sobre el uso obligado de los medios electrónicos en los 
procedimientos de contratación», Contratación administrativa práctica, núm. 147, 2017, pp. 
10-17; también, más ampliamente, «El uso de los medios electrónicos en la contratación pú-
blica», en Gimeno Feliú, J. M.ª (dir.): Estudio sistemático de la Ley de Contratos del Sector 
Público, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2017, pp. 1665 y ss. 
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relativo al empleo de medios electrónicos: no está excluida de su ámbito de apli-
cación y las garantías materiales y formales que en ella se contienen no pueden ser 
obviadas con carácter general por obra del legislador de contratos. Lo confirma su 
propia disposición adicional primera, que ya no se remite, a diferencia de la LAE, a 
las especificidades propias en materia de contratación electrónica. 

Aun cuando no se aceptara esta interpretación, como tendrá ocasión de com-
probarse, el resultado con ella defendido sería en todo caso la consecuencia ma-
terial de la aplicación de la disposición final cuarta LCSP –que debe ser leída 
en conexión con la disposición adicional primera LPAC–, cuando afirma en su 
primer apartado que «[l]os procedimientos regulados en esta Ley se regirán, en 
primer término, por los preceptos contenidos en ella y en sus normas de desarro-
llo y, subsidiariamente, por los establecidos en la Ley 39/2015 de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y 
en sus normas complementarias»; efectivamente, la falta de previsiones espe-
cíficas sobre la mayor parte de los derechos de los interesados en sus relaciones 
con la Administración por medios electrónicos en el contexto del procedimiento 
de contratación o de las instituciones del régimen jurídico de la administración 
electrónica conduce a esa misma conclusión. De este modo, las condiciones de 
configuración y uso de figuras como la sede, la firma o los registros electrónicos 
resultarían exigibles en los términos previstos en la LPAC a los poderes públicos 
adjudicadores, con los matices que la normativa específica pueda establecer; pero 
también lo sería la gestión electrónica del procedimiento administrativo a nivel 
interno, de tal modo que las actuaciones y los actos finales deberán producirse, 
necesariamente, por medios electrónicos, con las excepciones expresamente pre-
vistas –que traen su causa de la Directiva–. En particular, así debe ocurrir, en lo 
que interesa a este análisis, con las notificaciones administrativas. 

3
La regulación de las comunicaciones y notificaciones 

electrónicas en la LCSP4

3.1
Un matiz conceptual: la diferencia entre comunicación y notificación

Las disposiciones adicionales decimoquinta y decimosexta contienen, respec-
tivamente, las normas relativas a los medios de comunicación y al uso de 

4.	 Este apartado se corresponde, con ligeras modificaciones, con lo publicado en Martín 
Delgado, I.: «La difusión e intercambio de información contractual a través de medios elec-
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los medios electrónicos, informáticos y telemáticos en los procedimientos de 
contratación. A ellas se suma la disposición adicional decimoséptima, con los 
requisitos específicos relativos a las herramientas y los dispositivos de recep-
ción electrónica de documentos.

El segundo apartado de la disposición adicional decimoquinta precisa 
que «[l]a tramitación de los procedimientos de adjudicación de contratos 
regulados en la presente Ley conllevará la práctica de las notificaciones y 
comunicaciones derivadas de los mismos por medios exclusivamente electró-
nicos». Con ello, se introduce una diferencia entre dos conceptos –comunica-
ción y notificación– que precisa de aclaración. 

Una lectura general de la LCSP pone de manifiesto que son diferentes los 
tipos de información que el poder adjudicador intercambia con el licitador y 
viceversa, como diferentes son los modos e instrumentos a través de los cua-
les se realizará ese intercambio. Sin ánimo de exhaustividad alguno, simple-
mente a título ilustrativo, pueden encontrarse ejemplos de actos administrati-
vos que han de ser notificados y publicados al mismo tiempo (la resolución de 
adjudicación, art. 151), de resoluciones que únicamente serán objeto de noti-
ficación (el acto de desistimiento del procedimiento o la decisión de no adju-
dicar, art. 152), o de información que únicamente será objeto de publicación 
(el contrato y la formalización del mismo, art. 154); incluso, en algunos ca-
sos, se habla de notificación de la publicación (en el supuesto de los anuncios 
de formalización que han de ser publicados en el Diario Oficial de la Unión 
Europea, art. 154.3). Por otro lado, en ocasiones se emplean fórmulas como 
la siguiente: «los órganos de contratación comunicarán» (art. 155, respecto de 
los motivos por los que se descarta a candidatos y licitadores, o la informa-
ción a licitadores sobre quién ha resultado adjudicatario en el contexto de los 
sistemas dinámicos de adquisición). Asimismo, existen actuaciones respecto 
de las que no se indica expresamente la forma de comunicación (como el 
caso del requerimiento al adjudicatario para la formalización del contrato del 
art. 153.3) y casos en los que se señala el deber genérico de comunicar, sin 
indicar la forma de hacerlo (art. 49, que prevé el deber del órgano encargado 
de resolver un recurso especial de comunicar al órgano de contratación la so-
licitud de medidas cautelares; o art. 51, que establece el deber de comunicar al 
Tribunal la presentación de un recurso que no se haya realizado ni en el regis-
tro del órgano de contratación ni en el del órgano competente para resolver).

trónicos. Publicidad, notificaciones y comunicaciones electrónicas», en Gamero Casado, E. 
y Gallego Córcoles, I. (dirs.): Tratado de Contratos del Sector Público, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2018, pp. 1964 y ss. Su incorporación al presente estudio se justifica sobre la base 
de la necesidad de ofrecer en un único trabajo una visión completa de la teoría y la práctica 
de las notificaciones electrónicas en el procedimiento de contratación. 
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La distinción entre comunicación y notificación también puede encon-
trarse en la LPAC, que, sin embargo, no mantiene la opción de la LAE de 
establecer una diferencia conceptual entre ambas: por comunicación entendía 
cualquier interacción formal entre Administración y ciudadano, en ambas di-
recciones, mientras que la notificación era considerada una especie del género 
comunicación, referida a la puesta en conocimiento de actos administrativos 
por parte de la primera al segundo, razón por la cual regulaba los requisitos de 
validez de las comunicaciones, con carácter general, y reconocía el derecho 
del ciudadano a elegir en todo momento la manera de comunicarse con las 
Administraciones Públicas, correspondiendo a estas concretar los medios de 
comunicación utilizables. Aunque el concepto comunicación sigue presente 
–de hecho, el art. 13 reconoce el derecho de las personas a comunicarse por 
medios electrónicos con las Administraciones Públicas a través del Punto de 
Acceso General Electrónico, y mantiene el derecho de los ciudadanos a elegir 
el medio para comunicarse con las Administraciones Públicas–, da a enten-
der que comunicación y notificación son dos formas concretas de poner en 
conocimiento del destinatario un acto administrativo. El art. 41.3, de hecho, 
al hablar de la comparecencia espontánea en las oficinas de registro como ex-
cepción a la práctica de notificaciones por medios electrónicos, añade como 
condición que el mismo «solicite la comunicación o notificación personal en 
ese momento». En algunos casos se hace uso del verbo comunicar para dar a 
conocer actos administrativos a los interesados (así lo hace el art. 22 cuando 
señala el deber de informar a los interesados de la petición de un informe o 
de la necesidad de pronunciamiento previo por parte de otro órgano admi-
nistrativo o jurisdiccional, al establecer que tal hecho deberá «comunicarse 
a los interesados»; el art. 64, que exige comunicar al denunciante el acto de 
incoación de un procedimiento sancionador; el art.  78, que prevé el deber 
de comunicar a los interesados el inicio de las actuaciones necesarias para 
la práctica de las pruebas admitidas; o el 8, que prevé la obligación de co-
municar a los titulares de derechos o intereses legítimos identificados en el 
expediente la existencia de un procedimiento administrativo cuya resolución 
puede afectar a los mismos). Y, a la inversa, para que los interesados den a 
conocer su voluntad a la Administración (es el caso del art. 41.1, que habilita 
a los interesados para «comunicar en cualquier momento a la Administra-
ción Pública (…) que las notificaciones sucesivas se practiquen o dejen de 
practicarse por medios electrónicos»). Por otro lado, en otras ocasiones el 
término comunicación se emplea como equivalente al de acto de la Adminis-
tración. Así lo hace el art. 45.4 cuando afirma que «la publicación de actos y 
comunicaciones que, por disposición legal o reglamentaria deba practicarse 
en tablón de anuncios o edictos, se entenderá cumplida por su publicación en 
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el Diario oficial correspondiente». Adicionalmente, la palabra comunicación 
no está reservada en exclusiva a la interacción unidireccional Administra- 
ción-ciudadano, sino que abarca igualmente el sentido contrario o la inte-
racción entre órganos administrativos. Por ejemplo, el art. 66.3 se refiere a 
las comunicaciones que presenten los interesados electrónicamente o en las 
oficinas de registro, mientras que el art. 70.4 menciona las comunicaciones 
internas entre las actuaciones que no formarán parte del expediente; el art. 72 
considera comunicación a la petición de informes a otros órganos adminis-
trativos; y el 61 establece el deber de comunicar al órgano que ha formulado 
una petición razonada de apertura de un procedimiento administrativo los 
motivos por los que no procede la iniciación. 

Teniendo en cuenta que en la LCSP el término comunicación se em-
plea para hacer referencia tanto a las que se dan entre órganos administrati-
vos, como a las que se realizan entre órgano administrativo-licitador y licita- 
dor-órgano administrativo, la duda que plantea el uso variado e indistinto de 
los términos comunicación y notificación es si pueden articularse criterios 
objetivos para diferenciar una de otra, y si existe algún tipo de matiz entre 
ambas en cuanto a su régimen jurídico.

Resulta evidente que ni destinatario ni contenido constituyen criterios 
válidos para distinguir una de otra. Se notifica a los licitadores, pero tam-
bién a los órganos de contratación (art. 135.3), a los poderes adjudicadores 
(art. 134.4) o a la Administración (art. 200.2); al mismo tiempo, se notifi-
can resoluciones, pero también la publicación de información. Además, no se 
aplica la lógica de la LPAC en el sentido de que la publicación es sustitutiva 
de la notificación, pues en ocasiones es complementaria (art. 151). 

Junto con ello, en algunos casos se establece el derecho o el deber de 
notificar electrónicamente o de ser notificado por esta vía. Así lo hacen el 
art. 51.1 e) respecto de los recursos especiales, el 140.1 a) en relación con 
la presentación de la documentación acreditativa del cumplimiento de los 
requisitos previos, o el 151 respecto de la resolución de adjudicación. Tam-
bién para las comunicaciones, tal y como prevé el art. 224, de conformidad 
con el cual «todas las comunicaciones que se realicen en el contexto de un 
sistema dinámico de adquisición se harán utilizando únicamente medios 
electrónicos». 

Sí puede observarse una diferencia: la mayor flexibilidad en cuanto a 
la práctica de la notificación en todo lo que no está estrictamente referido al 
procedimiento de licitación o sea posterior a la adjudicación del contrato.

Si se tiene en cuenta que, al hablar de notificación, en algunos casos los 
preceptos se remiten directamente a la disposición adicional decimoquinta 
y en otros no, la complejidad es más que evidente. Adicionalmente, genera 
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inseguridad jurídica el hecho de que, en cuanto a los concretos instrumentos 
para la práctica de la notificación, se habla en algunos casos de comparecen-
cia electrónica y de dirección electrónica habilitada y, en otros, de dirección 
de correo electrónico habilitada. 

En el intento de ofrecer una explicación lógica a esta dispersión, debe 
partirse de la opción del legislador español por la transposición literal de la 
Directiva, que hace uso del término comunicaciones, tanto en el art. 22 como 
en la mayor parte de sus preceptos, restringiendo el empleo del término no-
tificación a supuestos muy específicos. Es claro que, debido a la diversidad 
de regímenes jurídicos en los Estados miembros sobre la práctica de las no-
tificaciones, aquella no puede ser más precisa y ha de acudir necesariamente 
al empleo de términos genéricos; pero no menos cierto es que el legislador 
nacional tiene el deber de adaptar tales previsiones al sistema interno, no solo 
para lograr que el régimen jurídico de las mismas sea inteligible, sino con 
el fin de evitar contradicciones e incoherencias en el propio ordenamiento. 
Junto con ello, la opción por las comunicaciones –entendidas como publica-
ción de actos en espacios de acceso colectivo– en lugar de por la notificación 
personal podría tener sentido en un contexto presencial y de tramitación en 
papel, con el fin de favorecer la agilidad de la gestión del procedimiento de 
licitación. En el contexto de la administración electrónica, sin embargo, tan 
ágil es comunicar como notificar5. El legislador no ha sabido aprovechar las 
oportunidades que genera el uso de los medios electrónicos. 

En cualquier caso, debe concluirse que la notificación es una forma de 
comunicación y que, con carácter general, pueden establecerse tres reglas 
básicas al respecto. En primer lugar, habrá que tener presente el concreto 
precepto aplicable para concretar los requisitos y la forma (notificación per-
sonal, simple comunicación, medio para practicar una u otra, espacio a través 
del cual se canaliza) en la que una actuación procedimental ha de ser puesta 
en conocimiento del licitador o del órgano de contratación. En segundo lugar, 
cuando haya que notificar, resultarán en todo caso de aplicación las reglas 
generales de validez de las notificaciones consagradas en el art. 41.1 LPAC 
–constancia de envío o puesta a disposición, de la recepción o el acceso por 
el interesado o su representante, de sus fechas y horas, del contenido íntegro 
y de la identidad fidedigna del remitente y destinatario–, que se reproducen, 
tanto para las notificaciones como para las comunicaciones, en la disposición 

5.	 Para Gallego Córcoles, se tiende a exigir bien notificación o bien comunicación indivi-
dual en el ámbito de la contratación cuando el acto objeto de la misma pueda tener repercusión 
en el desarrollo del procedimiento de licitación, lo cual incluye en todo caso los actos que sean 
susceptibles de recurso especial, los que ponen fin al procedimiento y los actos de trámite cualifi-
cados. Gallego Córcoles, I.: «Las notificaciones y las comunicaciones…», op. cit., en prensa.
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adicional decimosexta [apartado 1 e)]. En tercer lugar, no puede desconocerse 
que, al igual que ocurre en cualquier otro procedimiento, la finalidad de toda 
comunicación es dar a conocer un acto administrativo o una actuación del 
interesado a su destinatario; por tanto, con independencia de la forma y el 
medio empleados, lo relevante en el caso concreto será la certeza del conoci-
miento material del mismo.

A continuación, se desarrollarán con mayor detalle estas ideas. 

3.2
La práctica de notificaciones por medios electrónicos 

en la contratación pública

Como ha sido anticipado, la gran apuesta de la Directiva de Contratación Pú-
blica fue la imposición de la obligatoriedad de realizar por medios electróni-
cos las comunicaciones generadas en los procedimientos de contratación. Sin 
embargo, tal apuesta es ciertamente limitada, pues, como adelanta el propio 
Considerando 52, en el que se anuncia la misma, «[e]s preciso aclarar ade-
más que, sin embargo, la utilización obligatoria de medios electrónicos con 
arreglo a la presente Directiva no debe obligar a los poderes adjudicadores a 
tratar electrónicamente las ofertas, como tampoco debe exigir la evaluación 
electrónica ni el tratamiento automatizado. Asimismo, con arreglo a la pre-
sente Directiva, ningún elemento del procedimiento de contratación pública 
tras la adjudicación del contrato debe estar sujeto a la obligación de utilizar 
medios electrónicos de comunicación, como tampoco debe estarlo la comuni-
cación interna en el marco del poder adjudicador». Además, no se regulan las 
concretas condiciones en las que tales comunicaciones han de ser practicadas, 
más allá de la exigencia del uso de medios electrónicos. 

En coherencia con ello, la disposición adicional decimoquinta precisa 
que la práctica de las notificaciones y comunicaciones derivadas de los pro-
cedimientos de adjudicación tendrá lugar por medios electrónicos, con las 
excepciones que se indican en la misma, limitadas a la posibilidad de utilizar 
comunicación oral en el caso de comunicaciones distintas de las relativas 
a los elementos esenciales de un procedimiento de contratación6, y siempre 
que sea posible acreditar su contenido. Aunque no se indique expresamente, 
dado que se está excepcionando la regla general y puede quedar afectado el 

6.	 De conformidad con lo previsto en la propia disposición, tales elementos son, al me-
nos, los pliegos de la contratación, las solicitudes de participación y las ofertas.
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conocimiento de la comunicación, la aplicación de la excepción deberá ser 
específicamente motivada de forma suficiente.

Por otro lado –aunque no se entiende, tal y como ha sido expuesto en el 
epígrafe anterior, la razón de la diferenciación entre notificaciones y comu-
nicaciones a la hora de exigir la obligatoriedad del uso de los medios elec-
trónicos para su práctica, puesto que la notificación no deja de ser un tipo de 
comunicación en nuestro ordenamiento jurídico–, pueden identificarse en la 
norma tres tipos de comunicaciones en el ámbito de la contratación pública: 
notificaciones en sentido estricto, presentación de ofertas y solicitudes de par-
ticipación, y otras comunicaciones. Las dos primeras contienen normas espe-
cíficas, más allá de que a todas ellas resultan de aplicación las condiciones y 
los requisitos contenidos en las tres disposiciones adicionales mencionadas. 

Respecto de todas ellas, la disposición adicional decimosexta exige la 
acreditación de la fecha y hora de su envío o puesta a disposición y la de la 
recepción o acceso por el interesado, así como de la integridad de su conte-
nido y de la identidad del remitente. En relación con el concreto supuesto de 
las notificaciones –forma de comunicación–, el primer apartado de la dispo-
sición adicional decimoquinta establece que estas podrán realizarse «median-
te dirección electrónica habilitada o mediante comparecencia electrónica». 
Corresponderá al órgano de contratación elegir entre una u otra u optar por 
ambas, salvo en los casos en los que resulte de aplicación alguna excepción 
a la notificación electrónica o cuando el concreto precepto aplicable indique 
expresamente el concreto instrumento de notificación. 

De este modo, puede afirmarse que la LCSP ha optado por equiparar los 
requisitos de validez y los medios de notificación en materia de contratación 
a los previstos en la LPAC con carácter general. Sin embargo, lo ha hecho de 
forma incompleta: a diferencia de lo establecido en el art. 43 LPAC, no se 
exige que la dirección electrónica habilitada deba ser única, y no se señala 
expresamente que la comparecencia electrónica sea a través de la sede. 

El hecho de que la LCSP no incluya el requisito de que la dirección elec-
trónica habilitada deba ser única no impide que la exigencia de disponer de un 
sistema de dirección electrónica habilitada en cada nivel de Administración 
–o uno único, el estatal, por vía de convenio–7 resulte igualmente aplicable 
en el sector de la contratación pública. Por tanto, no deberían aceptarse los 

7.	 El Tribunal Constitucional ha dejado claro en su Sentencia 55/2018, de 24 de mayo, 
que no es posible, vía disposición adicional segunda de la LPAC, imponer forzosamente la 
adhesión a las plataformas estatales de administración electrónica a comunidades autónomas 
y entes locales; de este modo, el Punto de Acceso General Electrónico de la Administración 
General del Estado, espacio introducido por la normativa general reguladora del procedi-
miento administrativo común para garantizar el acceso único a las notificaciones electróni-
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desarrollos de direcciones habilitadas específicas para el ámbito exclusivo de 
la contratación. 

La ausencia de mención a la sede en relación con la notificación por 
comparecencia electrónica resulta comprensible si se parte de la considera-
ción de que la puesta a disposición se puede realizar a través de la Platafor-
ma de Contratación del Sector Público8 –o espacio autonómico equivalente–, 
dado que su diseño permite cumplir con los requisitos de seguridad, control 
de tiempos e integridad predicables de la sede electrónica. En mi opinión, la 
sede electrónica ordinaria del poder adjudicador también servirá a los efectos 
de realizar la práctica de notificaciones en el contexto del procedimiento de 
licitación9. 

cas, solo podrá funcionar como punto único para las practicadas por órganos autonómicos y 
locales en la medida en que exista adhesión voluntaria al mismo.
8.	 La Plataforma es, desde el punto de vista de su naturaleza jurídica, un tertium genus, a 

camino entre sede electrónica y punto de acceso electrónico, pues posee notas características 
de ambos. Así se deduce de las circunstancias que se expresan a continuación.
La obligatoriedad de su existencia no procede del hecho de ser sede electrónica, sino de 

la previsión expresa contenida en el artículo 347 LCSP. En el Aviso Legal que contiene la 
web en la que está disponible la información la describe como el mecanismo electrónico 
puesto a disposición de todos los órganos de contratación del sector público para permitir-
les dar publicidad a través de Internet a las convocatorias de licitaciones y sus resultados y 
a cuanta información consideren relevante relativa a los contratos que celebren, así como 
prestar otros servicios complementarios asociados al tratamiento informático de estos datos, 
tal y como establece el artículo 347. De este modo, no solo ofrece información con enlaces 
a los respectivos perfiles de contratante cuando se trata de procesos de licitación de otras 
Administraciones diferentes de la estatal, sino que también presta servicios concretos. Por 
otra parte, garantiza la autenticidad, integridad e inalterabilidad del contenido de los perfiles 
de contratante incorporados a ella por los órganos de contratación dados de alta en la misma, 
si bien, como no podía ser de otro modo, la responsabilidad de la información contenida en 
los perfiles de contratante integrados en la Plataforma de Contratación del Sector Público 
corresponde única y exclusivamente a los órganos de contratación dados de alta en la misma.
En definitiva, se trata de una dirección electrónica creada para la gestión de la publicidad 

contractual (punto de acceso electrónico) que está habilitada para prestar otros servicios de 
Administración electrónica (como sede electrónica), tales como el servicio de notificación a 
los candidatos o licitadores, el sellado de tiempo de todos los documentos publicados en ella, 
el envío de anuncios a diarios oficiales, el acceso a los documentos estandarizados básicos 
utilizados en los procedimientos de contratación, la interacción entre ella y los portales de los 
órganos de contratación en los procesos de publicaciones de las licitaciones o la presentación 
de ofertas. Prueba de ello es, además, la necesidad de utilizar algún medio de identificación 
electrónica –nombre de usuario y contraseña o certificado digital– para el acceso a la Plata-
forma por parte de los usuarios de servicios complementarios. 
9.	 A pesar de que el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales ha seña-

lado, en varias de sus resoluciones, que en ningún momento el perfil de contratante puede ser 
empleado como medio alternativo para efectuar la práctica de notificaciones cuando es nece-
saria la notificación individual, de tal modo que la publicación en el mismo de actos adminis-
trativos no surte efecto notificador, lo cierto es que difícilmente podrá rechazarse tal efecto 
en los casos en los que el sistema empleado permita dejar constancia del acceso por parte del 
interesado. No en vano, pueden encontrarse algunas resoluciones en las que se acepta como 
medio válido de notificación en el caso de los requerimientos de subsanación o cuando así 
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Más allá de estas especificidades, la aplicabilidad de la norma común en 
materia de notificaciones conduce a mantener la vigencia del régimen previs-
to en la LPAC10. No en vano, los tribunales administrativos de recursos con-
tractuales están aplicando con normalidad los arts. 41 y siguientes de la LPAC 
a la hora de resolver recursos en materia de contratación pública, como se 
verá más adelante. Por ello, resulta fundamental tener en cuenta que la LPAC 
ha introducido varias novedades significativas respecto de esta materia11. 

En primer lugar, el art. 41 señala que las notificaciones se practicarán 
preferentemente por medios electrónicos, si bien constituirá una opción del 
interesado, vinculante para la Administración en el caso de que se opte por 
la misma, cuando se trate de sujetos no obligados al uso de los medios elec-
trónicos. En el ámbito de la contratación pública, las comunicaciones entre 
órgano de contratación y licitadores se llevarán a cabo exclusivamente por 
medios electrónicos (sin que exista, pues, distinción entre personas físicas y 
personas jurídicas ni margen de opción para las primeras)12, si bien corres-
ponderá a aquel concretar a través de los pliegos el sistema para la práctica 
de notificaciones en los casos en los que no esté previsto expresamente en el 
precepto aplicable. 

La segunda de las novedades radica en el hecho de que se descarta el 
correo electrónico como medio para la práctica de las notificaciones admi-
nistrativas, optando expresamente –y de manera limitativa– por la dirección 
electrónica habilitada (a la que ahora se añade como segundo apellido el de 
«única») y por la notificación por comparecencia en sede electrónica (a la que 

se haya previsto expresamente en los pliegos (cfr. Gallego Córcoles, I.: «La utilización de 
medios electrónicos en los procedimientos de contratación», Contratación administrativa 
práctica, n.º 145, 2016, pp. 7 a 10 (cito por la versión electrónica). 
10.	 El Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales ya había venido consi-

derando que determinados actos administrativos emanados en el procedimiento de contrata-
ción (el acto de adjudicación y el acto de exclusión que se comunique junto con ella) estaban 
sometidos a los requisitos de la LAE y, en consecuencia, se aplicaba la lógica de la práctica 
de las notificaciones en ella prevista. Gallego Córcoles, op. cit., pp. 13 y 14.
11.	 Para una profundización en las mismas puede verse Martín Delgado, I.: «Ejecutivi-

dad y eficacia de los actos administrativos», en Gamero Casado, E. (dir.): Tratado de Pro-
cedimiento Administrativo Común y Régimen Jurídico del Sector Público, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2017, pp. 2123-2206.
12.	 Así acaba de confirmarlo recientemente, con carácter general, el Tribunal Administra-

tivo Central de Recursos Contractuales en su Resolución de 29 de junio de 2018 (Recurso 
núm. 516/2018), en la que manifiesta que «los licitadores que actúen como personas físicas 
también estarían obligados a la presentación de ofertas por medios electrónicos, pues la dis-
posición adicional decimoquinta les obliga a ello, que está en vigor y prevalece como Ley 
especial sobre la Ley 39/2015, por lo que carecen de la facultad de elección que les otorga el 
apartado primero del artículo 14 de la Ley 39/2015». Más allá de que al mismo resultado se 
llega sobre la base de la idea ley común-ley particular, sin necesidad de invocar la especiali-
dad de la LCSP, la conclusión alcanzada es acertada. 
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se accederá a estos efectos a través del Punto de Acceso General Electrónico 
de la Administración). Efectivamente, la LAE permitía el empleo de correos 
electrónicos convencionales para la práctica de notificaciones administrati-
vas por medios electrónicos, siempre que existiese constancia del momento 
de entrega de la notificación en el buzón del destinatario y del momento de 
acceso a su contenido. Sin embargo, esta posibilidad desaparece, dado que 
la LPAC no ha regulado la práctica de las notificaciones de una manera ge-
neralista (estableciendo las condiciones y dejando cierta libertad en cuanto 
a los concretos medios), sino que, por el contrario, realiza una clara opción 
por dos sistemas de notificación, que serán los únicos posibles y, más aún, 
válidos. Así se deduce del tenor literal del art. 43, según el cual las notifica-
ciones por medios electrónicos «se practicarán mediante comparecencia en 
la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante, a través de la 
dirección electrónica habilitada única o mediante ambos sistemas». También 
se deriva de lo previsto en el último inciso del art. 41.1, cuando precisa que 
la identificación por parte del interesado de un dispositivo electrónico y/o 
de una dirección de correo electrónico servirá a los efectos de recibir avisos 
complementarios, «pero no para la práctica de las notificaciones». Son es-
tos dos los instrumentos que menciona la disposición adicional decimoquinta 
para la práctica de las notificaciones en el ámbito de la contratación, de modo 
que debe entenderse excluida la posibilidad de hacer uso del correo electró-
nico ordinario como medio de notificación también en los procedimientos de 
contratación.

Como consecuencia de lo anterior –para evitar al ciudadano, indirecta-
mente obligado a recibir notificaciones a través de medios electrónicos que 
no maneja habitualmente, la carga de consultar periódicamente su dirección 
electrónica habilitada única o identificarse en la sede para comprobar si tiene 
alguna notificación–, la tercera de las novedades es precisamente la introduc-
ción de la obligación para la Administración de enviar un aviso complemen-
tario al dispositivo electrónico (móvil, normalmente) o a la dirección de co-
rreo que indique el interesado. Lo establecen expresamente tanto el art. 41.1, 
que configura como derecho del interesado la identificación de tales medios, 
como el art. 41.6, de conformidad con el cual se establece el correlativo deber 
de las Administraciones Públicas de enviar ese aviso complementario –exigi-
ble también en el caso de práctica de notificaciones en papel–. Sin embargo, 
derecho y deber quedan desarticulados y pueden resultar más aparentes que 
reales si se tiene en cuenta que el propio art. 41.6 precisa, en su inciso final, 
que la falta de práctica de este aviso no impedirá que la notificación sea con-
siderada plenamente válida, algo ya anticipado en el preámbulo mediante el 
empleo de la cláusula «siempre que esto sea posible». Queda en manos de la 
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Administración actuante el cumplimiento de tal obligación, sin que su incum-
plimiento tenga consecuencias jurídicas. En cualquier caso, en el ámbito de 
la contratación pública, el aviso complementario también deberá practicarse; 
forma parte del sistema de dirección electrónica habilitada y es premisa para 
la notificación por comparecencia en sede o espacio equivalente. A todo ello 
ha de añadirse un importante matiz final: el incumplimiento de algunos de 
los requisitos que debe reunir la práctica de una notificación administrativa 
afecta a su validez y, en consecuencia, a la eficacia del acto administrativo. 
Efectivamente, el art. 41.1 señala en su tercer inciso que «las notificaciones 
serán válidas siempre que permitan tener constancia de su envío o puesta a 
disposición, de la recepción o acceso por el interesado o su representante, 
de sus fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad fidedigna del 
remitente y destinatario de la misma». La disposición adicional decimosexta 
contempla estos mismos requisitos en términos casi idénticos. En concreto, 
exige en su primer apartado, letra e), que «[l]as aplicaciones que se utilicen 
para efectuar las comunicaciones y notificaciones entre el órgano de contrata-
ción y el licitador o contratista deberán poder acreditar la fecha y hora de su 
envío o puesta a disposición y la de la recepción o acceso por el interesado, 
la integridad de su contenido y la identidad del remitente de la misma». Por 
tanto, cuando el sistema empleado no cumpla estas condiciones deberá en-
tenderse que la notificación es inválida y el acto administrativo ineficaz. Sin 
embargo, en la práctica, muy difícilmente podrá atacarse la falta de eficacia 
de un acto administrativo notificado deficientemente por medios electrónicos 
cuando ha sido conocido por el interesado y este ha actuado en consecuencia, 
como se expondrá a continuación. 

En cuanto al régimen jurídico de la práctica de las notificaciones admi-
nistrativas por medios electrónicos, como ya ha sido indicado, solo podrán 
válidamente realizarse a través de los sistemas contemplados: dirección elec-
trónica habilitada única o sede electrónica. La opción por uno u otro –o por 
ambos– no corresponde al interesado, sino a cada Administración Pública. 

Respecto del primero de ellos, aunque la Ley no aclara si el adjetivo de única 
se refiere a todas las Administraciones o a cada nivel territorial, resulta evidente 
que no puede imponerse por ley estatal esta opción a las comunidades autóno-
mas, pues afectaría a su ámbito competencial constitucionalmente reservado; por 
tanto, cada Administración, en el caso de que decida implantar el sistema, deberá 
garantizar que la dirección electrónica atribuida al interesado es válida a efectos 
de recepción de todas las notificaciones por parte de los órganos integrados en 
su nivel territorial. Todo ello, sin perjuicio de que el resto de Administraciones 
Públicas se adhieran voluntariamente al sistema de dirección electrónica habili-
tada desarrollado por el Estado. Respecto de la notificación en sede electrónica, 
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a pesar de que se haga mención al Punto de Acceso General Electrónico, deberá 
entenderse que el mismo solo opera como puerta de acceso a la sede, pues es 
esta y no aquel la que está debidamente configurada para cumplir con todos los 
elementos que hacen válida la misma. Por tanto, la notificación será practicada 
en la sede y el interesado, tras identificarse convenientemente en el contexto de 
la misma, accederá en ella al contenido de la notificación. Además, no será válida 
cualquier sede a estos efectos, sino que ha de tratarse de la conectada con la Ad-
ministración actuante (bien por ser de su titularidad o bien por haberse firmado 
el correspondiente convenio) so pena de incursión en defecto formal del cual se 
pueden derivar consecuencias invalidantes. 

Como ha sido anticipado, estos son también los dos sistemas de notifica-
ción por los que opta la LCSP, tanto en su disposición adicional decimosexta 
como en el art. 140.1 a), según el cual en la documentación acreditativa del 
cumplimiento de los requisitos previos para contratar deberá designarse una 
dirección de correo electrónico en que efectuar las notificaciones, que deberá 
ser «habilitada» de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional 
decimoquinta, en los casos en que el órgano de contratación haya optado por 
realizar las notificaciones a través de la misma, circunstancia esta que deberá 
recogerse en el pliego de cláusulas administrativas particulares. En el mismo 
sentido, el art. 51.1 d) requiere una dirección electrónica habilitada para la re-
cepción de las notificaciones y comunicaciones que se practiquen en el marco 
del procedimiento administrativo en vía de recurso especial. 

La falta de mención específica a la sede en el caso de la notificación por 
comparecencia puede explicarse, como ha sido anticipado, sobre la base de 
que la Plataforma de Contratación del Sector Público (y las equivalentes auto-
nómicas) puede funcionar como tal a estos efectos. En todo caso, tal omisión 
tiene un claro efecto derivado: a diferencia de lo que ocurre en relación con 
el procedimiento administrativo común, donde, de optarse por este sistema, 
el hecho de que la notificación se ponga a disposición en la sede «de la Ad-
ministración u Organismo actuante» deviene requisito de forma ineludible, 
cuyo incumplimiento puede tener consecuencias invalidantes, en el ámbito 
de la contratación pública no ocurrirá así: bastará con que el espacio virtual a 
través del cual se ponga a disposición la notificación reúna las condiciones de 
la disposición adicional decimosexta. 

El art. 43 señala expresamente que las notificaciones por medios electró-
nicos se entenderán practicadas en el momento en el que se produzca el acceso 
a su contenido. De este modo, la notificación en sede produce efectos desde el 
acceso por el interesado o su representante, debidamente identificado, al enlace 
que conduce a la resolución administrativa objeto de notificación; la notifica-
ción a través de dirección electrónica habilitada también producirá efectos a 
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partir del momento de acceso al mensaje ubicado en el buzón. Sin embargo, la 
LCSP introduce una especificidad en el segundo párrafo del primer apartado de 
la disposición adicional decimoquinta que genera dudas desde la perspectiva 
del derecho de defensa13, pues varía el momento en el que la notificación surte 
efectos, que no será el de acceso al contenido de esta, sino la fecha de envío 
de la misma o del aviso de notificación. Efectivamente, en los casos en los que 
el acto objeto de notificación se haya publicado el mismo día en el perfil de 
contratante del órgano de contratación, esta se entenderá practicada desde su 
fecha de envío o la fecha de envío del aviso de notificación si el medio utilizado 
fuera la comparecencia electrónica. Cuando no haya existido publicación en el 
perfil de contratante o el sistema de notificación sea el de dirección electrónica 
habilitada, en cambio, los plazos se computarán desde la fecha de la recepción 
de la notificación por el interesado. De este modo, cuando el órgano de contra-
tación opte por el uso de la dirección electrónica habilitada como instrumento 
de notificación no existirán especialidades respecto del momento en el que esta 
se entiende producida, como tampoco se darán cuando el acto objeto de notifi-
cación se haya publicado ese mismo día en el perfil de contratante. 

Aunque la norma no indica expresamente la obligatoriedad de practicar 
aviso complementario de notificación, el mismo se menciona en la disposi-
ción adicional decimoquinta y está incorporado a los sistemas de dirección 
electrónica habilitada y comparecencia en sede, con lo que deberá entenderse 
de aplicación en el ámbito de la contratación pública. 

En el régimen común, una vez depositada la notificación en la dirección 
electrónica habilitada única o puesta a disposición en la sede electrónica, si 
transcurrieran diez días –naturales– sin que el interesado acceda a su conte-
nido, esta se entenderá rechazada. La consecuencia de tal presunción de re-
chazo es que el trámite se entenderá efectuado y el procedimiento continuará 
su curso. Así ocurrirá igualmente en el ámbito de la contratación pública14; 
aunque nada dice expresamente la Ley, deberá entenderse que resulta de apli-
cación el art. 43 LPAC, pues, de lo contrario, la eficacia del acto administra-
tivo objeto de notificación quedaría en manos del licitador destinatario, con 
todo lo que ello puede implicar en términos de afectación al procedimiento 
de contratación, a la igualdad entre los interesados en el mismo y a la libre 

13.	 De la misma opinión, Campos Acuña, M.ª C.: «¿Contratación publica electrónica obli-
gatoria? La visión del Proyecto de Ley de Contratos del Sector Público a la luz de la Ley 
39/2015», en Contratación administrativa práctica, n.º 147, 2017, p. 31.
14.	 Para Gallego Córcoles, en cambio, «la lógica del rechazo de las notificaciones no 

termina de adaptarse bien a un procedimiento competitivo, que no solo exige especial deber 
de celeridad, sino también que determinados plazos sean comunes a todos los participantes»; 
en Gallego Córcoles, I.: «Las notificaciones y las comunicaciones…», op. cit., en prensa.
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competencia. De hecho, el Tribunal Administrativo Central de Recursos Con-
tractuales aplica esta técnica en sus resoluciones con carácter ordinario. 

En relación con el concreto supuesto del recurso especial en materia de 
contratación, la LCSP contiene algunas reglas particulares. Efectivamente, su 
art. 54 precisa que «[l]as comunicaciones y el intercambio de documentación 
entre los órganos competentes para la resolución de los recursos, los órganos 
de contratación y los interesados en el procedimiento se harán por medios elec-
trónicos». Junto con ello, el art. 56 se remite a las disposiciones de la LPAC 
en cuanto al procedimiento para tramitar los recursos especiales en materia de 
contratación, con algunas consideraciones específicas en cuanto a la forma de 
practicar la notificación. De este modo, a pesar de lo establecido en la dispo-
sición adicional decimoquinta, habrá de entenderse que, en el ámbito del re-
curso especial, se aplica íntegramente la LPAC respecto del uso de los medios 
electrónicos en la práctica de las notificaciones. La única diferencia radica en 
que, en virtud de lo previsto en el primer apartado de la disposición adicio-
nal decimoquinta, los plazos comenzarán a computarse desde la recepción de 
la notificación o del aviso de notificación (lo cual, como se ha sostenido con 
anterioridad, es ciertamente criticable). La opción general, más allá del matiz 
señalado, es razonable, teniendo en cuenta que se trata de un procedimiento 
administrativo ordinario –en vía de recurso– carente de singularidades que de-
terminen la necesidad de contar con una disciplina propia en relación con este 
extremo. Pero esta misma reflexión debería hacerse igualmente respecto de las 
notificaciones en el contexto del procedimiento de contratación ordinario. 

A modo de resumen, puede afirmarse que las notificaciones que deban 
realizarse en el marco de un procedimiento de contratación habrán de prac-
ticarse en exclusiva por medios electrónicos, a través de alguno de los dos 
sistemas expresamente previstos en la LCSP y garantizando la constancia de 
los momentos de puesta a disposición, acceso al contenido e identidad del 
remitente. Lo contrario puede tener efectos no solo sobre la propia validez de 
la notificación, sino, además, sobre el acto administrativo notificado y, por 
ende, el propio procedimiento. 

4
Las notificaciones electrónicas de los procedimientos 

de contratación en la práctica

La determinación de los efectos derivados de los defectos en la práctica de 
las notificaciones administrativas en el ámbito de la contratación solo puede 
llevarse a cabo desde un examen de la jurisprudencia general acerca de las 
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notificaciones electrónicas y de la doctrina de los tribunales administrativos 
de recursos contractuales acerca de esta concreta cuestión. Precisamente 
por ello, a continuación se ofrecerá una exposición sistematizada de algu-
nas de las sentencias y resoluciones más relevantes sobre notificaciones 
electrónicas. 

4.1
La doctrina jurisprudencial sobre las notificaciones electrónicas15

La razón de ser de toda notificación es dar a conocer un acto adminis-
trativo a su destinatario. La notificación es una actividad, una práctica 
administrativa necesaria para que un acto administrativo surta sus efectos 
y para la validez de los actos posteriores, que requieren el conocimiento 
del anterior por parte de su interesado. No es, pues, acto administrativo16. 
Esto es lo que explica que la ilegalidad de la misma no afecte a la validez 
del acto administrativo notificado, sino solo a su eficacia, así como que 
el defecto en la práctica de la notificación no pueda ser recurrido sino en 
relación con el acto notificado. También que, a pesar de ser realizada en 
contradicción con las exigencias legales previstas para su práctica, pueda 
surtir efectos –y, con ella, el acto administrativo objeto de la misma–, 
cuando el destinatario llega a conocer materialmente su contenido y reac-
ciona en consecuencia. 

Sin embargo, ese dar a conocer no puede ser entendido en sentido literal 
y estricto, hasta sus últimas consecuencias, de tal manera que la actividad 
administrativa no pueda continuar hasta que no se comprueba que el acto ha 
llegado materialmente a conocimiento del interesado; ello podría suponer una 
paralización de la acción administrativa, en detrimento del interés general, y, 
en última instancia, equivaldría a dejar el desarrollo de la misma a la volun-
tad del administrado. Además, no es posible garantizar la notificación como 
puesta en conocimiento efectiva en todos los casos. Por ello, el ordenamiento 
jurídico no busca tanto que el acto administrativo llegue materialmente a co-
nocimiento del interesado como que se cumplan una serie de condiciones mí-

15.	 Un examen más completo y exhaustivo sobre la nueva regulación de las notificaciones 
y, en particular, acerca de la jurisprudencia en materia de notificaciones electrónicas, puede 
verse en Martín Delgado, I.: «Ejecutividad y eficacia de los actos administrativos…», op. 
cit., pp. 2123-2206. 
16.	 En expresión de la Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de octubre de 2016 (Recurso 

núm. 2109/2015, FJ 3.º), «el acto de notificación es algo conceptualmente distinto de la reso-
lución que se notifica y del procedimiento que la origina». 
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nimas en la práctica de la notificación que hagan suponer, en circunstancias 
normales, que el acto será conocido por su destinatario.

Ello demuestra que en las notificaciones administrativas la forma inte-
resa no como ritual sin sentido, sino como medio para garantizar unas condi-
ciones mínimas en la práctica de la notificación, cumplidas las cuales el acto 
se entiende notificado, sin necesidad de constatar, en cuanto al fondo, que el 
mismo ha sido conocido efectivamente por el administrado.

Por esta razón, la notificación se configura como una obligación de ca-
rácter formal exigible a la Administración, que debe seguir unas determina-
das formas para entenderse correctamente practicada con efectos materiales 
sobre el administrado, al cual se exige un mínimo deber de diligencia en su 
recepción, en tanto que le da a conocer un acto administrativo para que actúe 
en consecuencia.

Se establecen así una serie de garantías que tienden a asegurar teórica-
mente la llegada íntegra del acto al interesado, cuyo cumplimiento da lugar 
a una presunción de conocimiento, que admite prueba en contrario. Y, junto 
con esa presunción, existe una ficción: el acto se entenderá conocido cuando, 
no habiendo producido el efecto deseado otro medio de notificación, se haga 
uso de la notificación edictal. 

En consecuencia, la esencia de la notificación administrativa está en que 
se trata de una práctica obligatoria que se traduce en una determinada acti-
vidad consistente en comunicar el contenido de un acto o resolución admi-
nistrativa a la persona o personas afectadas por la misma, con el fin de que 
esta o estas actúen en consecuencia; por ello constituye una parte esencial 
del procedimiento, que pretende asegurar que el interesado conoce un acto o 
resolución que le afecta o, en su caso, que la puesta en conocimiento ha sido 
intentada de conformidad con las condiciones exigidas legalmente. 

El aspecto fundamental del régimen jurídico de las notificaciones admi-
nistrativas es, pues, la constancia, razón por la cual, en el caso concreto, la 
eficacia del acto objeto de notificación es cuestión de prueba. 

El art. 41 LPAC, como ha sido indicado, extrapola las condiciones de 
validez para las comunicaciones electrónicas que contenía la LAE para todas 
las notificaciones administrativas, sean practicadas por medios electrónicos o 
en papel. Efectivamente, señala que, con independencia del medio utilizado, 
las notificaciones serán válidas siempre que permitan tener constancia de su 
envío o puesta a disposición, de la recepción o acceso por el interesado o su 
representante, de sus fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad 
fidedigna del remitente y destinatario de las mismas, obligando a incorporar 
al expediente la acreditación de todos estos extremos. La disposición adicio-
nal decimosexta, en coherencia con ello, exige –como ha sido expuesto– que 
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las aplicaciones que sean utilizadas para la práctica de notificaciones respeten 
todos estos extremos. Por tal razón, todas estas consideraciones generales re-
sultan igualmente predicables respecto del ámbito de la contratación pública. 

Así pues, la constancia de la práctica de la notificación (y, en general, de 
todas las circunstancias e incidencias relacionadas con la misma) es el aspec-
to fundamental, la clave del sistema, en coherencia con la forma en que está 
configurado: en tanto en cuanto se persigue garantizar el conocimiento o, en 
su caso, presumirlo –e, incluso, fingirlo–, a través del seguimiento de una se-
rie de formas en la práctica de la notificación, la prueba de la misma requiere 
que conste en el expediente el cumplimiento de esas formas17. 

La duda que se plantea es si el incumplimiento de alguno de estos requi-
sitos o el uso de sistemas distintos para la práctica de la notificación, inicial-
mente no permitidos, tiene consecuencias sobre la validez del acto adminis-
trativo objeto de notificación o afecta simplemente a su eficacia. 

La jurisprudencia es constante al exigir la ponderación de todas las cir-
cunstancias concurrentes en el caso, y al considerar excepcional la nulidad 
de pleno derecho de las actuaciones administrativas cuando no se cumplan 
algunos de los requisitos para la práctica de las notificaciones administra-
tivas, en general, y de las electrónicas en particular. La Sentencia del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía de 18 de enero de 2016 (Recurso 
núm. 17/2015) contiene un buen resumen de esta doctrina jurisprudencial 
tanto del Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo que se repro-
duce por su claridad: «Como señala, de manera reiterada la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo (ad exemplum sentencia de 21 de junio de 2006), el 

17.	 En las notificaciones convencionales, este requisito se cumple mediante el acuse de 
recibo, a través del agente de correos, que da fe de que la notificación ha sido debidamente 
practicada –y así lo firma el destinatario o su representante, o la persona que se encuentra en 
el domicilio–, rechazada o intentada. En el supuesto de las notificaciones electrónicas, ha de 
existir igualmente ese acuse de recibo –que, en este caso, será automatizado–, con constancia 
de la fecha y hora de la puesta a disposición de la notificación y del acceso a su contenido, 
con la diferencia de que son más los datos que hay que comprobar, porque mayores son las 
exigencias derivadas de las formas de la notificación, dada la separación que existe entre 
entrega de la misma y recepción por el destinatario. Ello supone que, bien la Administración 
o bien el tercero que preste el servicio de puesta a disposición de la notificación por medios 
electrónicos, gestione debidamente la emisión de tales certificaciones. Así lo exige, en el caso 
de las notificaciones mediante dirección electrónica habilitada, la Orden PRE/878/2010, de 
5 de abril, por la que se establece el régimen del sistema de dirección electrónica habilitada, 
cuyo art. 10 determina que corresponde al órgano que presta el servicio gestionar los acuses 
de recibo de los interesados y de los organismos notificadores, y al prestador del servicio 
remitir al órgano notificante certificaciones de todos los extremos indicados, así como la 
de cualquier incidencia que se produzca en la práctica de la notificación, datos todos ellos 
que se incorporarán al expediente. Y así ocurre también con la notificación mediante puesta 
a disposición en sede, que estará configurada para acreditar todos los accesos por parte del 
interesado. 
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procedimiento administrativo tiene una doble finalidad: servir de garantía 
a los derechos individuales y, con respecto a la Administración, contribuir 
al acierto de las resoluciones administrativas. De aquí que el ordenamiento 
jurídico atribuya diversas consecuencias a los defectos de procedimiento en 
función de la gravedad de los mismos (…). La jurisprudencia del Tribunal 
Supremo ha sido especialmente restrictiva en cuanto a la apreciación de 
la nulidad radical, señalando que la consistencia de los defectos formales 
necesarios para aplicar esta nulidad, deben ser de tal magnitud que “es pre-
ciso que se haya prescindido total y absolutamente del procedimiento, no 
bastando la omisión de alguno de estos trámites y resulta necesario pon-
derar en cada caso las consecuencias producidas por tal omisión a la parte 
interesada, la falta de defensa que realmente haya originado y, sobre todo, 
lo que hubiera podido variar el acto administrativo originario en caso de 
haberse observado el trámite omitido” (SSTS de 17 de octubre de 1991 y 
31 de mayo de 2000). (…) la doctrina jurisprudencial tanto del Tribunal 
Constitucional como la del Tribunal Supremo (…) llega a la conclusión que 
los defectos de notificación (…) producen la conculcación del derecho fun-
damental a la tutela judicial efectiva, pues ante la falta del conocimiento del 
acto administrativo, no puede ejercer los recursos o acciones pertinentes, 
cuando el vicio en la notificación haya dificultado gravemente o impedido 
al interesado el acceso al proceso» (FJ 3.º). 

En este sentido, con cita de la Sentencia del Tribunal Supremo de 5 
de mayo de 2011, continúa afirmando que, «en materia de notificaciones, 
únicamente lesiona el art. 24 de la CE la llamada indefensión material y no 
la formal, impidiendo “el cumplimiento de su finalidad, tendente a comu-
nicar la resolución en los términos que permitan mantener las alegaciones 
o formular los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico frente a 
dicha resolución” (…). El rigor procedimental en materia de notificaciones 
no tiene su razón de ser en exagerado formulismo, sino en constituir una 
pieza clave para la proscripción de la indefensión y la garantía del dere-
cho a la tutela judicial efectiva que consagra el art. 24 de la Constitución. 
(…) las exigencias formales solo se justifican en el sentido y en la medida 
en que cumplen una finalidad; todos los mecanismos y garantías con que 
las leyes procesales o procedimentales rodean los actos de comunicación 
entre el órgano y las partes no tienen otra finalidad o razón de ser que la 
de asegurar que, en la realidad, se ha producido aquella participación de 
conocimiento, o que, en la ficción jurídica, se ha producido en determi-
nadas circunstancias o no se ha producido; el objeto de toda notificación 
administrativa y de las formalidades de que ha de estar revestida, para tener 
validez, es el de garantizar que el contenido del acto (…) llegue al conoci-
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miento del obligado; los requisitos formales de las notificaciones, que las 
diferentes normas invocadas establecen, tienen por finalidad garantizar que 
el contenido del acto administrativo llegue cabalmente a conocimiento del 
interesado y que incluya los medios y plazos de impugnación, de forma que, 
cuando ese fin está cumplido, pierden las referidas formalidades su razón 
de ser y cualesquiera que sean otras consecuencias que pudieran producir 
su inobservancia, lo que no puede causar es la anulación de la notificación 
misma pues sería absurdo convertir el medio (el requisito garante de que la 
notificación se produce) en el fin de sí mismo; en fin, lo relevante, pues, 
no es tanto que se cumplan las previsiones legales sobre cómo se llevan a 
efecto las notificaciones, sino el hecho de que los administrados lleguen a 
tener conocimiento de ellas, de manera que cuando se discute acerca del 
cumplimiento de las formalidades legales, sobre el cómo han de hacerse las 
notificaciones, lo decisivo no es que se cumplan estas previsiones legales, 
sino que efectivamente el sujeto tenga o haya podido tener conocimiento 
efectivo del acto notificado. En otros términos, y como viene señalando el 
Tribunal Constitucional, ni toda deficiencia en la práctica de la notificación 
implica necesariamente una vulneración del art. 24.1 CE ni, al contrario, 
una notificación correctamente practicada en el plano formal supone que se 
alcance la finalidad que le es propia, es decir, que respete las garantías cons-
titucionales que dicho precepto establece (…). Por la misma razón, no cabe 
alegar indefensión material cuando el interesado colaboró en su producción 
ni, desde luego, cuando ha rehusado personalmente las notificaciones». 

En definitiva, como señala la Sentencia del Tribunal Supremo de 13 
de mayo de 2015 (Recurso núm. 3529/2014), «el incumplimiento de los 
requisitos formales de las notificaciones no les priva de efectos cuando el 
órgano jurisdiccional, en virtud de las circunstancias concurrentes, llega 
a la convicción de que el obligado tributario (léase interesado en general) 
ha recibido la comunicación objeto de notificación. Contrariamente, y por 
idéntica razón y pese a cumplirse los requisitos legales, el Tribunal llega 
a la convicción de que la notificación no ha llegado al conocimiento del 
interesado, lo que permitiría privar de efectos a la notificación efectuada» 
(FJ 3.º). 

Entre tales circunstancias, en coherencia con la jurisprudencia consti-
tucional, predominan las tres siguientes: el grado de diligencia demostrado 
tanto por el interesado como por la Administración; el conocimiento que, 
no obstante el incumplimiento en su notificación de todas o algunas de las 
formalidades previstas en la norma, el interesado haya podido tener del acto 
o resolución por cualesquiera medios; el comportamiento de los terceros 
que puedan aceptar la notificación (Sentencia del Tribunal Superior de Jus-
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ticia de Cataluña de 8 de agosto de 2015, Recurso núm. 1399/2015, FJ 3.º; 
o Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 25 de septiembre 
de 2014, Recurso núm. 751/2012, FJ 5.º). 

En relación con el primero de los extremos, ha de tenerse presente que, 
como indica el Tribunal Superior de Justicia de Extremadura en su Senten-
cia de 31 de marzo de 2015 (Recurso núm. 307/2014), «la gestión electró-
nica e informática de procesos masivos de gestión (…) son incompatibles 
con actuaciones como las que pretende la hoy recurrente (empresa obligada 
a relacionarse con la Administración tributaria por medios electrónicos que 
ni había obtenido certificado electrónico ni había otorgado apoderamiento a 
un tercero y que se limitó a poner ambas circunstancias en conocimiento de 
aquella), que exigiría la intervención constante del personal funcionario para 
visar y controlar las posibles incidencias que pueden surgir en la riqueza ca-
suística de la vida diaria, lo que perjudicaría notablemente el fin de la eficacia 
y eficiencia que se pretende. Y por ello, la normativa se preocupa de garanti-
zar que el sujeto sometido al régimen de notificación obligatoria en dirección 
de correo electrónico habilitada, tenga un efectivo y real conocimiento de 
su inclusión en el sistema (…). Cumplido escrupulosamente el trámite, el 
propio sistema de gestión masivo por medios electrónicos hace que no pueda 
exigirse a la Administración un “conocimiento personal” de los avatares o 
incidencias que puedan ocurrir en cada caso» (FJ 3.º). De este modo, «no cabe 
apreciar indefensión material en aquellos supuestos en los cuales la situación 
de indefensión se ha producido por una actitud voluntariamente consentida 
por el supuestamente afectado o atribuible a su propio desinterés, pasividad, 
malicia o falta de la necesaria diligencia» (STSJ de Justicia de Castilla y León 
de 13/11/2015, Rec. 805/2013, FJ 3.º). 

Finalmente, la carga de la prueba del cumplimiento de todos los ex-
tremos corresponde a la Administración. En general, tal y como afirma la 
Sentencia de la Audiencia Nacional de 7 de enero de 2016 (Recurso núm. 
158/2013), «una de las formas de notificación que está ganando terreno 
en nuestra vida jurídica es la “notificación electrónica” que, aunque suele 
tener carácter voluntario, nada impide que pueda imponerse a determina-
dos colectivos de forma obligatoria. En todo caso, (…) estamos ante una 
garantía esencial y la Administración debe ser especialmente diligente a 
la hora de garantizar la efectividad de la notificación (…). Nadie dis-
cute la legalidad de la “notificación electrónica”, pero precisamente por 
su carácter de garantía esencial, la Administración tiene la carga de pro-
bar que ha cumplido con todos los requisitos precisos para su validez y, 
acreditados dichos extremos, es la (sic) recurrente al que le corresponde 
probar la existencia de hechos impeditivos que haya, materialmente, im-
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posibilitado la notificación. (…) acreditada (sic), por la Administración, 
el cumplimiento de todos los requisitos formales exigidos por la norma 
para la validez de la notificación, hay una presunción iuris tantum de 
realización válida de la notificación que, en su caso, debe ser desvirtua-
da por el administrado». En el concreto caso de la notificación mediante 
dirección electrónica habilitada, «para poder determinar si es o no válida 
la notificación efectuada por medio del buzón electrónico asociado a su 
dirección habilitada en el Servicio de Notificaciones Electrónicas, es pre-
ciso acreditar por la Administración que la destinataria de la notificación 
tuvo conocimiento de la inclusión obligatoria en el Sistema de Dirección 
Electrónica Habilitada y la asignación de la misma para la práctica de no-
tificaciones y comunicaciones. Pues bien, en el expediente administrativo 
no consta ni el acuerdo de inclusión obligatoria (…) ni su notificación a 
la recurrente (…) correspondiéndole a la Administración la carga de la 
prueba» (Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 19 de 
enero de 2015, Recurso núm. 1684/2012, FJ 3.º). 

A modo de resumen, puede citarse la Sentencia de la Audiencia Nacional 
de 13 de julio de 2017 (Recurso núm. 50/2015, FJ 5.º) de conformidad con 
la cual «lo trascendente en el ámbito de las notificaciones es si, con indepen-
dencia del cumplimiento de las formalidades legales, el interesado llegó a 
conocer el acto o resolución a tiempo para –si lo deseaba– poder reaccionar 
contra el mismo, o, cuando esto primero no sea posible, si, en atención a las 
circunstancias concurrentes, debe presumirse o no que llegó a conocerlos a 
tiempo. (…) los elementos que, con carácter general, deben ponderarse, son 
dos. En primer lugar, el grado de cumplimiento de la Administración de las 
formalidades establecidas en la norma en materia de notificaciones, en la me-
dida en que tales formalidades van únicamente dirigidas a garantizar que el 
acto llegue efectivamente a conocimiento de su destinatario. Y, en segundo 
lugar, las circunstancias particulares concurrentes en cada caso, entre las que 
necesariamente deben destacarse tres: a) el grado de diligencia demostrada 
tanto por el interesado como por la Administración; b) el conocimiento que, 
no obstante el incumplimiento en su notificación de todas o algunas de las 
formalidades previstas en la norma, el interesado haya podido tener del acto 
o resolución por cualesquiera medios; y, en fin, c) el comportamiento de los 
terceros que, en atención a la cercanía o proximidad geográfica con el intere-
sado, pueden aceptar y aceptan la notificación». 

Esta doctrina jurisprudencial, expuesta telegráficamente, nos lleva a la 
siguiente conclusión: ni la cumplimentación de todos los trámites equivale 
absolutamente a dar por notificado el acto administrativo, ni la ausencia de 
algunos de ellos implica necesariamente indefensión y, por tanto, invalidez 
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del mismo. Dependerá de si, en el caso concreto y en atención a las circuns-
tancias, ha existido o no conocimiento material del acto y se ha actuado con 
diligencia por parte de ambos interlocutores. 

Precisamente por ello, conviene insistir en el especial deber de diligencia 
exigible tanto a la Administración para la práctica de las notificaciones como 
al interesado para la recepción de las mismas. Efectivamente, la regulación 
de las notificaciones administrativas está basada en el cumplimiento de una 
serie de «ritos» formales cuya finalidad última es dar a conocer un acto o re-
solución administrativa a su destinatario. Ello implica la exigencia de que la 
Administración cumpla escrupulosamente con los mismos y el administrado 
también deba coadyuvar a la hora de recibir una notificación electrónica. El 
límite, en ambos casos, está en la diligencia de la Administración y en la pro-
hibición indirecta de resistencia por parte del administrado. 

La Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de marzo de 2016 (Recurso 
núm. 2745/2014) señala expresamente que «la diligencia de la Adminis-
tración para procurar el debido éxito de su acto de comunicación tiene 
ciertos límites, uno de ellos es la conducta del destinatario que evidencia 
su decidido propósito de no admitir la notificación». En línea con esta 
premisa, añade que «uno de los principios constitucionales que rigen la 
actuación administrativa es el servicio objetivo a los intereses generales 
prestado con eficacia. De ahí que en el régimen de notificación de tan 
importante significado en el logro de una adecuada defensa de los admi-
nistrados, se establezcan también ciertas exigencias para los destinatarios, 
de manera que el rechazo de la notificación realizada por el interesado 
o su representante implique que se tenga por efectuada la misma. Di-
cho en otros términos, no se puede exagerar el deber de diligencia de la 
Administración en la práctica de la notificación cuando la conducta del 
destinatario evidencia una resistencia tal a la recepción que hace muy 
improbable, cuando no seguro, el fracaso del intento administrativo. De 
no establecer estos límites, por una parte se estarían propiciando actua-
ciones inútiles, casi formales, con merma de la eficacia, dilapidación de 
recursos públicos, y de otra, podrían favorecerse, en los destinatarios de 
actos administrativos, conductas contrarias a las exigencias de buena fe» 
(FJ 5.º). Por ello, resulta predicable respecto del administrado un deber 
de colaboración que lleva a mantener que su actuación obstaculizadora no 
puede enervar la eficacia de los actos administrativos18. 

18.	 En este sentido, en el asunto resuelto en su Sentencia de 8 de mayo de 2017 (Recurso 
núm. 4820/2016), el Tribunal Supremo entiende justificada la decisión de sustituir la noti-
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En conclusión, estamos ante una cuestión de prueba. Se presumirá, iuris 
tantum, que, respetadas las formalidades, el acto ha llegado a conocimiento 
de su destinatario; pero este podrá acreditar que no fue así y, en cualquier 
caso, la premisa de la presunción es el cumplimiento de todas y cada una de 
las formalidades previstas en la norma. También debería ser así en el ámbito 
de la contratación pública. 

Teniendo en cuenta todas las consideraciones anteriores, en palabras 
de la Sentencia de la Audiencia Nacional de 19 de julio de 2016 (Recurso 
núm. 573/2013, FJ 3.º), es claro que «la eficacia externa del acto depende 
de su notificación. Se trata de una garantía esencial que cumple con dos 
funciones: por una parte, asegurar que el interesado tenga conocimiento 
del acto y, por lo tanto, pueda cumplirlo; y, por otra, garantizar que pue-
da impugnarse si se considera contrario a Derecho. No cabe decir por 
ello que la notificación del acto tenga una finalidad exclusiva de garan-
tía, también la tiene de eficacia». Aunque la notificación electrónica sea 
una opción del legislador (con carácter general, del legislador común del 
procedimiento administrativo y, con carácter específico, del legislador de 
contratos del sector público), «resulta legítima siempre que se garantice, 
de forma razonable y proporcionada, que el destinatario de la notificación 
ha tenido acceso a la misma». 

En definitiva, como afirma el Tribunal Supremo en su Sentencia de 
17 de enero de 2018 (Recurso núm. 3155/2016), se trata de «una regula-
ción razonable porque pretende aprovechar al máximo las posibilidades 
que en la actualidad ofrece la notificación electrónica para alcanzar, en 
relación con personas jurídicas o colectivos que tengan garantizado el 
acceso y disponibilidad de los medios tecnológicos precisos, las más 
altas cotas en lo que concierne a la meta de eficacia administrativa pro-
clamada por el artículo 103 CE. Como es también proporcional porque 
en esa notificación electrónica obligatoria es de apreciar lo siguiente: 
(a) la obtención del antes mencionado resultado de una mayor eficacia 
administrativa y, de esta manera, de una mejor atención de los intereses 
generales; (b) un sistema de garantías dirigido a acreditar al interesado 
la puesta a su disposición del acto objeto de notificación y el acceso 
al contenido de este último, con lo que se cumple la finalidad, que es 
esencial en toda notificación, de garantizar que llega a su destinatario 
de manera exacta el conocimiento que (sic.) lo que la Administración le 
quiere trasladar; y (3) (sic.) y la no constancia de intereses o derechos 

ficación electrónica por notificación a través de un miembro de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado. 
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relevantes que resulten sacrificados como consecuencia de este sistema 
de notificación» (FJ 7.º). 

4.2
La doctrina reciente del Tribunal Administrativo 

Central de Recursos Contractuales

En términos generales, la doctrina del Tribunal Administrativo Central de 
Recursos Contractuales se ha caracterizado por dos grandes líneas de inter-
pretación: en primer lugar, por la particular relevancia de los pliegos acep-
tados por los licitadores a la hora de concretar el sistema y los requisitos de 
la notificación; en segundo lugar, por la aplicabilidad general de la doctrina 
jurisprudencial sobre el conocimiento del acto objeto de notificación como 
criterio de eficacia del mismo en casos de incumplimiento de alguno de los 
requisitos para su práctica. 

Más en concreto, se ha entendido que tanto la dirección electrónica habi-
litada como la Plataforma de Contratación del Sector Público reúnen los requi-
sitos de validez de las notificaciones electrónicas, y garantizan debidamente 
tanto el conocimiento del acto por parte del destinatario como la eficacia de 
la actuación administrativa19. Es más, el Tribunal Administrativo ha admitido 
–sobre la base de la normativa anterior– instrumentos de notificación como el 
fax20 o un simple correo electrónico, cuando está así indicado en los pliegos y 
ha sido expresamente aceptado por el licitador, a pesar de que no queden ga-
rantizados ni el hecho ni el momento de la recepción de la notificación por el 
destinatario. Así se hizo, entre otros, en el caso de la Resolución del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales de 27 de octubre de 2017 
(Recurso 963/2017) en la que, ante la alegación de la entidad recurrente, que 
participaba en un acuerdo marco, de no haber recibido la invitación a participar 
en el contrato derivado, el Tribunal, aunque parte de las reglas para la validez 
de las notificaciones administrativas previstas en el art. 41 LPAC, entiende que 
procede desestimar el recurso, dado que aquella aceptó el correo electrónico 
empleado a efectos de notificaciones y está acreditado el envío. 

19.	 Resolución del Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de 5 de octubre 
de 2017 (Recurso núm. 895/2017), en la que se acepta el funcionamiento del sistema de 
notificaciones por comparecencia de la Plataforma de Contratación del Sector Público, que 
cuenta con un sistema de sellado de tiempo que permite acreditar el momento de puesta a 
disposición y de acceso al contenido de la notificación. 
20.	 Resolución del Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de 22 de abril de 

2016 (Recurso núm. 228/2016).
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Esta interpretación habrá de cambiar necesariamente con la nueva nor-
mativa, por dos motivos: de un lado, solo serán admisibles los sistemas de 
notificación admitidos específicamente en la disposición adicional decimo-
quinta; de otro, el concreto sistema de notificación empleado debe dejar 
constancia del momento a partir del cual comienza a computarse el plazo 
para entenderla rechazada, pues, de lo contrario, la notificación será invá-
lida. Junto con ello, y en todo caso, la clave estará en la certeza del cono-
cimiento del acto objeto de notificación y en el deber de diligencia del ór-
gano de contratación y del licitador. En el caso de la Resolución que acaba 
de citarse, el Tribunal Administrativo considera que la comunicación debe 
reputarse válida desde el momento en que «la entidad recurrente aceptó y 
utilizó ese mismo correo electrónico en sus comunicaciones con el órgano 
de contratación», y que en el Informe técnico presentado «se acredita que 
la entrega de los correos se realizó a los servidores de destino de la entidad 
recurrente» en un día y hora concretos, lo cual «demuestra que el correo 
electrónico fue efectivamente enviado». Siendo ello cierto, no menos cierto 
es que, de conformidad con lo previsto en la LPAC, tal y como ha sido ex-
puesto en las anteriores páginas, no basta solo con la acreditación del envío, 
sino que ha de poder acreditarse igualmente la recepción y el momento de 
acceso al contenido con el fin de poder determinar con precisión, respec-
tivamente, el inicio del cómputo del plazo de 10 días para poder entender 
rechazada la notificación y el inicio del cómputo del plazo para recurrir el 
acto objeto de notificación. De lo contrario, puede producirse indefensión. 
Efectivamente, aunque los respectivos informes de los órganos de contra-
tación acrediten tanto que la dirección de correo electrónico empleada es 
correcta y se encuentra operativa, como que la notificación ha sido remitida 
al destinatario, salvo que este incumpla su deber de diligencia, no resultará 
posible probar la recepción en el buzón de destino. Por mucho que ese me-
dio de notificación haya sido utilizado con éxito y sin dificultades a lo lar-
go del procedimiento de contratación, la exigencia de dejar constancia del 
concreto momento de recepción y de acceso al contenido de la notificación 
no queda satisfecha. En consecuencia, debería entenderse que, salvo que el 
destinatario haya tenido conocimiento efectivo del acto, lo cual deberá ser 
demostrado por el órgano de contratación o deducido del comportamiento 
de aquel, el incumplimiento de uno de los requisitos para la validez de la 
notificación deberá surtir efectos sobre la eficacia del acto notificado y, en 
su caso, sobre la validez del contrato. En este sentido, resulta fundamental 
igualmente tener en consideración el deber de diligencia del licitador a la 
hora de recibir notificaciones, como puede apreciarse en la Resolución del 
Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales de 30 de julio de 



Fundación Democracia y Gobierno Local208 QDL48 · Cuadernos de Derecho Local

Isaac Martín Delgado

2015 (Recurso núm. 692/2015). En este caso, la notificación fue practicada 
mediante correo electrónico, que fue recibido por el destinatario, si bien 
en la bandeja de correo no deseado. El Tribunal Administrativo afirma que 
«[e]s el licitador quien debe asumir la responsabilidad por la configuración 
o deficiencias de su sistema de correo electrónico y sufrir las consecuen-
cias que puedan derivar de que las comunicaciones, formalmente recibidas 
por él, no hayan llegado materialmente a conocimiento de las personas que 
hubiera designado como responsables a tal fin, así como de la pasividad u 
omisiones que deriven o puedan estar condicionadas por la falta de cono-
cimiento del contenido de la comunicación. Tal responsabilidad no puede 
desplazarse al órgano de la contratación, que respeta la ley mediante la 
utilización ordinaria y razonable de los medios de comunicación previstos 
en el Pliego y en la propia Ley». De este modo, «[l]a circunstancia de que, 
por razones estrictamente pertenecientes al círculo interno de la recurrente 
(…) no haya tenido la persona responsable conocimiento material de la co-
municación, no es bastante para desplazar hacia el órgano de contratación 
la responsabilidad, ni para imponerle la obligación de reiterar la comuni-
cación, asumiendo los resultados del correcto o incorrecto funcionamiento 
de los sistemas de comunicación electrónica establecidos por el licitador».

En todo caso, el contenido de los pliegos es una de las claves funda-
mentales para la correcta práctica de la notificación. La fundamentación en 
la doctrina del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales 
radica en el hecho de considerar que los pliegos son la «lex contractus», de tal 
forma que la aceptación de los mismos implica asunción de las condiciones 
en ellos establecidas, también en relación con la práctica y recepción de noti-
ficaciones. El efecto indirecto que con ello se produce radica en la matización 
del régimen jurídico previsto legalmente, sobre la base de que la participación 
en un procedimiento de contratación, y las comunicaciones que a lo largo del 
mismo se llevan a cabo, implican una cierta relación especial entre órgano 
de contratación y licitador que justificaría la aceptación de ciertos sistemas 
que no cumplan las previsiones normativas. La misma lógica se encuentra 
presente en la jurisprudencia general. Así, la Sentencia del Tribunal Supre-
mo de 11 de diciembre de 2017 (Recurso núm. 2436/2016) afirma que «[n]o 
cabe alegar, por tanto, que exista en este caso, por parte de la recurrente, una 
legítima expectativa a ser permanentemente notificada por correo ordinario, 
fundada en el solo hecho de haberse llevado a cabo, a través de tal medio, 
anteriores notificaciones de actos de trámite, pues existen actos de voluntad 
y aceptación por parte de la interesada que quebrarían la intangibilidad de 
tal principio, como lo es el propio conocimiento de que estaba habilitada la 
dirección electrónica» (FJ 6.º). 
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La fuerza vinculante de los pliegos puede apreciarse en la Resolución del 
Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de 9 de febrero de 2018 
(Recurso núm. 18/2018). Notificado acuerdo de adjudicación por medios 
electrónicos, se solicita nulidad de la misma, entre otras razones, por defecto 
de notificación, que ha tenido lugar a través de plataforma de contratación, 
sin que en ella conste fecha de notificación, y no por correo certificado. Tanto 
en los pliegos como en la declaración responsable presentada por los licitado-
res se consentía expresamente el uso de medios electrónicos a estos efectos, 
con lo que tal sistema resulta admisible. En este mismo sentido, la Resolución 
del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales de 27 de abril 
de 2018 (Recurso núm. 369/2018) acepta como fecha válida de inicio del 
cómputo del plazo para presentar recurso especial aquella en la que se efectuó 
la notificación electrónica mediante envío a la dirección de correo facilitada 
por la interesada, dado que, en la declaración complementaria al documento 
europeo único de contratación, la entidad recurrente se comprometía a acep-
tar y dar por válidas todas las notificaciones que se efectuaran a través del 
correo electrónico. 

En línea con esta idea de flexibilización de los requisitos para la prác-
tica de las notificaciones como consecuencia del carácter contractual de los 
pliegos, la Resolución del Tribunal Administrativo Central de Recursos Con-
tractuales de 28 de abril de 2017 (recursos núm. 172 y 271/2017) resuelve un 
recurso en el que se discute sobre el medio de notificación. La parte actora fue 
excluida de la licitación por no presentar documentación en el plazo indicado, 
requerimiento que no le fue notificado en la dirección de correo electrónico 
que había facilitado a tal fin, sino a través de la Plataforma de Contratación 
del Sector Público. El Tribunal, dado que la recurrente había aceptado ex-
presamente la comunicación electrónica para la recepción de invitaciones y 
notificaciones a través de la citada Plataforma, o directamente por el órgano 
de contratación, entiende que la forma en que se ha procedido es válida. Sin 
embargo, la duda se plantea por el hecho de que, en la citada notificación, no 
se practicó aviso complementario al correo de la recurrente. El Tribunal in-
voca el contenido del art. 41.6 LPAC, en el sentido de considerar que la falta 
del mismo no impide que la notificación sea considerada plenamente válida. 

La especial relación de confianza que se genera en el marco de los pro-
cedimientos de contratación puede apreciarse en el caso de la Resolución del 
Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales de 19 de enero 
de 2018 (Recurso 1201/2017). Ante un acuerdo de exclusión de un licitador 
por haber incluido en el sobre 2 documentación no solicitada en fase de ad-
judicación de un acuerdo marco –la oferta económica–, la recurrente alega 
que el defecto de forma fue consecuencia del hecho de que no pudo tener 
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conocimiento de las respuestas que el órgano de contratación dio a las nume-
rosas dudas que suscitaban los pliegos, planteadas y respondidas a través de 
la Plataforma de Contratación del Sector Público, porque no estaba registrada 
en la misma, al no exigirlo así los pliegos. Considera en su informe el órgano 
de contratación que, dado que «[l]a plataforma de contratación del Estado se 
ha convertido en el medio de comunicación y de información de los datos de 
un expediente entre Administración y licitadores», «[t]odo se publica a través 
de esta plataforma, pliegos, consultas, respuestas, convocatorias». En conse-
cuencia, «[l]as empresas licitadoras deben ser responsables y estar al día de 
los medios electrónicos de contratación». El Tribunal, sobre la base de que 
«el pliego de cláusulas administrativas constituye la ley del contrato a la que 
deben sujetarse los licitadores, así como el propio órgano de contratación», 
entiende que cualquier duda que estos generen ha de ser o bien consultada 
o bien recurrida antes de que adquieran firmeza, de modo tal que, una vez 
que han sido admitidos por los licitadores, no puede invocarse en una fase 
posterior imprecisión alguna. Así lo exige el principio de igualdad de trato 
entre los licitadores, que conlleva «el establecimiento de un procedimiento 
formalista que ha de ser respetado en todos sus trámites». Integrados en tal 
procedimiento se encuentran los medios de comunicación entre órgano de 
contratación y licitadores; y, en este supuesto, el medio elegido era la Plata-
forma de Contratación del Sector Público, con lo cual, aunque los pliegos no 
exigían expresamente el registro previo en la misma, la decisión de no hacerlo 
solo es imputable al licitador. Nótese no obstante que, en este caso, no se está 
hablando de notificación, sino de comunicación de las respuestas dadas a las 
consultas planteadas por los licitadores. 

La fuerza de los pliegos tiene un efecto inverso derivado: la forma en la 
que en ellos está prevista la práctica de la notificación vincula también a la 
Administración. En el asunto resuelto por la Resolución del Tribunal Admi-
nistrativo de Recursos Contractuales de 9 de enero de 2018 (Recurso núm. 
1184/2017) se notificó en papel, por medio de correo certificado con acuse 
de recibo, un requerimiento de aportación de documentación, cuando en los 
pliegos se preveía que tuviera lugar por medios electrónicos. Quien presenta 
en este caso recurso especial es un licitador competidor, que considera que 
la notificación fue practicada correctamente y, por ello, la empresa notificada 
presentó la documentación con carácter extemporáneo, de tal modo que resul-
taría contraria a derecho la concesión de plazo de subsanación para presentar 
documentación. El Tribunal Administrativo entiende que ni los pliegos ni la 
LCSP (de 2011) regulan la forma en la que debe practicarse un requerimiento 
de documentación, y tampoco se prevé en los pliegos de cláusulas adminis-
trativas particulares una regla general sobre comunicaciones, más allá de la 
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mención de que los licitadores debían indicar una dirección de correo elec-
trónico a efectos de notificaciones, que no es suficiente para considerar que 
todas las notificaciones habían de practicarse por medios electrónicos. Por 
esta razón, incluso aunque todas las comunicaciones anteriores se hubieran 
practicado por esta vía, dado que la tramitación del procedimiento no era 
electrónica, y teniendo en cuenta que en el caso concreto no cabe entender 
producida indefensión y es exigible un mínimo deber de diligencia al licita-
dor, no procedía conceder subsanación. Por ello, el órgano de contratación 
debió entender retirada la oferta por no presentación en plazo de la documen-
tación. Lo contrario afecta a la igualdad de los licitadores. 

El deber de diligencia, en consecuencia, resulta predicable igualmente 
respecto de la actuación del órgano de contratación a la hora de comunicarse 
con el interesado, con el matiz del conocimiento efectivo que exige la juris-
prudencia general sobre notificaciones. La Resolución del Tribunal Admi-
nistrativo Central de Recursos Contractuales de 15 de septiembre de 2017 
(Recurso núm. 670/2017), ante un error material en la notificación del acuer-
do de adjudicación referente a su fecha, considera, sin embargo, que dado 
que no ha causado perjuicio a la recurrente, no produce efecto invalidante. 
En el mismo sentido (en esta ocasión, errores tipográficos de trascripción en 
determinados valores tomados en consideración para la adjudicación que no 
afectan al resultado del documento ni general indefensión), la Resolución de 
23 de abril de 2018 (Recurso núm. 298/2018). Por su parte, en la Resolución 
de 10 de marzo de 2017 (Recurso núm. 122/2017), ante la falta de notifi-
cación personal de dos actos administrativos (avocación de la competencia 
del alcalde para la adjudicación del contrato y la propia adjudicación), que 
solo fueron publicados en la Plataforma de Contratación del Sector Público, 
se procede a la anulación del procedimiento de licitación. Muy interesante, 
siempre en relación con el deber de diligencia del órgano de contratación, es 
la Resolución de 8 de junio de 2018 (Recurso 473/2018) en la que, practicada 
notificación en la dirección de correo electrónico indicada por el licitador 
de la resolución de adjudicación y de los informes de valoración, el servidor 
rechazó el mensaje por superar el tamaño máximo permitido, hecho que fue 
conocido por el órgano de contratación, que procedió a remitir de nuevo el 
correo días después. Ante la alegación por parte de este, avalada por la em-
presa adjudicataria, de presentación extemporánea del recurso, por entender 
que el rechazo por el servidor del correo indicado por la actora constituye 
repudio de la notificación practicada, el Tribunal afirma que «[e]l hecho de 
que el servidor rechazase el correo por su tamaño no equivale al rechazo de la 
notificación regulada en el artículo 43 de la Ley 39/2015 (…). Aquí no esta-
mos ante una notificación practicada en la sede electrónica ni se ha realizado 
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ante una dirección electrónica habilitada. Se trata de una dirección ordinaria 
de correo electrónico. Ante el rechazo automático del email remitido, que 
se debía al tamaño de los archivos adjuntos, debió el órgano de contratación 
remitir un correo advirtiendo de esta circunstancia al licitador para que la pu-
siese remedio u ofreciese una dirección de email alternativa. Nada de eso se 
hizo y no cabe hablar de un intento de notificación infructuoso por voluntad 
del destinatario». La jurisprudencia general sobre notificaciones electrónicas 
tiene reconocido un especial deber del órgano administrativo de agotar todas 
las posibilidades para que el acto sea conocido por el destinatario; en este 
sentido, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 10 de 
marzo de 2017 (Recurso núm. 567/2015) afirma que existe «la necesidad de 
que la Administración actuante en un determinado procedimiento (…) agote 
todos los medios que tenga a su alcance para llevar a cabo una notificación 
personal, observando escrupulosamente la diligencia que le es debida y exi-
gible» (FJ 4.º). 

Una combinación de regímenes jurídicos, el de la LPAC y el de la LCSP, 
puede verse en la Resolución del Tribunal Administrativo Central de Recursos 
Contractuales de 5 de octubre de 2017 (Recurso núm. 895/2017) en la que, 
ante un acuerdo de exclusión de un licitador por no estar al corriente de sus 
obligaciones tributarias, notificado a través de la Plataforma de Contratación 
del Sector Público con el correspondiente aviso complementario, el intere-
sado alega conocimiento extemporáneo por falta de notificación electrónica. 
El informe del órgano de contratación, partiendo de que todos los licitadores 
habían aceptado la comunicación por medios electrónicos e indicado una di-
rección de correo electrónico a efectos de recibir los preceptivos avisos, pone 
de manifiesto que, de conformidad con los datos registrados en el sistema, el 
licitador excluido accedió al correo electrónico con el aviso complementario. 
Con ello, queda demostrado que la puesta a disposición y la práctica del avi-
so se produjeron en tiempo y forma, con lo que la responsabilidad por la no 
lectura de este y por la falta de acceso al contenido de la notificación a través 
de la Plataforma corresponde en exclusiva al recurrente. Así pues, dado que 
transcurrieron 10 días desde la puesta a disposición, la notificación se enten-
dió rechazada correctamente, de conformidad con lo previsto en la LPAC, con 
el subsiguiente efecto de inicio del cómputo del plazo para la interposición 
del recurso especial. 

En cualquier caso, en atención a las novedades que presenta la LCSP 
sobre las condiciones de validez y sobre los instrumentos para la práctica de 
las notificaciones, es claro que los pliegos no podrán ir en contra de unas y 
otros, so pena de invalidez. Precisamente por ello, puede aseverarse que en 
breve gran parte de los problemas que ahora están planteándose ante el Tri-
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bunal Administrativo Central de Recursos Contractuales evolucionarán hacia 
nuevas cuestiones conectadas con estos extremos. 

Las especialidades en materia de contratación pública poseen una singu-
lar relevancia en la práctica. La Resolución del Tribunal Administrativo Cen-
tral de Recursos Contractuales de 22 de diciembre de 2017 (Recurso núm. 
1138/2017) resuelve un recurso especial interpuesto contra un acuerdo por 
el que consideraba que la entidad recurrente había retirado su oferta en el 
contexto de un acuerdo marco, por no presentar en plazo toda la documen-
tación necesaria con carácter previo a la adjudicación, cuya propuesta fue 
notificada por medio de correo electrónico. Se discute, en concreto, el mo-
mento a partir del cual debe computarse el plazo para remitir la información 
requerida; para el órgano de contratación, ha de ser la fecha de remisión del 
correo electrónico, mientras que el licitador excluido considera que debe ser 
la fecha de recepción. El Tribunal Administrativo entiende que debe tomarse 
como fecha inicial de cómputo de plazo la de recepción, puesto que las no-
tificaciones electrónicas se consideran practicadas en el momento en el que 
se produzca el acceso a su contenido. En cambio, en su Resolución de 12 de 
marzo de 2018 (Recurso núm. 160/2018), en un caso en el que la notifica-
ción del acuerdo de adjudicación se había practicado a través de dirección 
electrónica habilitada (y, al mismo tiempo, se había publicado en el perfil de 
contratante en el mismo día), el Tribunal Administrativo Central de Recursos 
Contractuales entiende que, de conformidad con lo previsto en la norma, el 
plazo para interponer recurso se inicia con la remisión de la notificación y no 
con su recepción, «con el objeto de hacer coincidir el plazo para la interposi-
ción del recurso especial con el de formalización del contrato, de modo que 
ambos se inicien desde la misma fecha, común para todos los interesados». 
La particularidad en el inicio del cómputo del plazo podría justificarse en el 
respeto al principio de igualdad de partes y resulta razonable en el contexto 
del uso de los medios electrónicos, donde la simultaneidad entre envío y re-
cepción es factible. En todo caso, como fue afirmado con anterioridad, esta 
previsión encierra una ficción (la del acceso al contenido en el día de la puesta 
a disposición y no en el momento real de acceso) que puede afectar al derecho 
de defensa. Nótese, además, que la disposición adicional decimoquinta prevé 
la posibilidad de entender iniciado el cómputo del plazo en el momento de 
envío y no de acceso cuando el medio elegido para la notificación es el de 
comparecencia electrónica y no el de dirección electrónica habilitada, con lo 
que, una vez que ha entrado en vigor la LCSP, soluciones como la dada en 
este caso no serán ya posibles. 

Interesante, en relación con las diferencias entre publicación y notifi-
cación, es el asunto planteado en la Resolución del Tribunal Administrativo 
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Central de Recursos Contractuales de 10 de febrero de 2017 (Recurso núm. 
30/2017). Excluida una empresa del procedimiento de contratación, plantea 
recurso especial, de cuya presentación en plazo se duda, por entender el órga-
no de contratación que este comienza a computarse desde la publicación de la 
resolución de adjudicación en la Plataforma de Contratación correspondien-
te (la de la Generalidad Valenciana, en este caso). Sin embargo, el Tribunal 
considera que tal publicación no sustituye en ningún caso ni exime al órgano 
de contratación de la obligación de notificación personal a cada uno de los 
licitadores de la resolución de exclusión, momento a partir del cual comienza 
a computarse el plazo para recurrir. En este mismo sentido, la Resolución de 
10 de marzo de 2017 (Recurso núm. 76/2017) afirma, ante las alegaciones de 
la empresa adjudicataria sobre extemporaneidad del recurso presentado por 
otro licitador, en un caso en el que no había habido notificación individual del 
acuerdo de adjudicación, que la publicación del mismo en el perfil del contra-
tante «no garantiza el momento en el que el recurrente haya tenido acceso al 
mismo, y por lo tanto se pueda considerar que se ha iniciado el cómputo del 
plazo» para recurrir. 

Como cierre de este apartado, ha de analizarse con mayor profundidad la 
Resolución del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales de 
23 de abril de 2018 (Recurso núm. 238/2018), que contiene un buen resumen 
del régimen jurídico de las notificaciones, formula importantes consideracio-
nes, y apunta un cambio de tendencia. A través de ella se resuelve un recurso 
especial interpuesto contra el acuerdo del órgano de contratación por el que se 
excluye a la recurrente del procedimiento de adjudicación. Uno de los anexos 
del pliego de cláusulas administrativas particulares incluía expresamente el 
consentimiento para que el medio preferente de comunicación con la Admi-
nistración fuera el electrónico, con referencia expresa a la LCSP y al art. 41 
LPAC, y la actora, más allá de firmarlo, indicó una dirección de correo elec-
trónico de dominio Hotmail. Surgidas dudas sobre la viabilidad de la oferta 
por ella presentada, el órgano de contratación se dirige a la misma mediante 
requerimiento remitido por correo electrónico a la dirección señalada. En el 
expediente consta la entrega, pero no hay prueba de lectura del correo. Días 
después, desde esa dirección el licitador solicita información sobre la marcha 
del procedimiento. A través de conversación telefónica se le informa del re-
querimiento, como consecuencia de lo cual decide remitir escrito en el que se 
indica que no había constancia de la recepción de tal correo electrónico. Se 
opta por excluirle de la licitación, acuerdo que se notifica por vía electrónica a 
través de la misma dirección de correo. En vía de recurso el licitador reconoce 
que el correo había sido recibido, pero se encontraba en la bandeja de «spam». 
Ante esta situación, el Tribunal Administrativo entiende aplicable la LPAC, 
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con los matices que incorpora la LCSP (de 2011). De este modo, afirma que 
«[d]icha norma es aplicable a los procedimientos de contratación regidos por 
el TRLCSP, con dos únicas matizaciones, que el TRLCSP –a diferencia de la 
disposición adicional decimoquinta, apartado 1, de la nueva LCSP– no exige 
que la dirección de correo electrónico sea habilitada, bastando pues cualquier 
dirección, y que el plazo de diez días para tener la notificación por rechazada 
del artículo 43.2 de la LPACAP se reduce por el artículo 151.4 del TRLCSP 
a cinco días. Así, tratándose de notificaciones realizadas mediante correos 
dirigidos a una dirección electrónica, han de completarse tres fases sucesivas, 
la primera de ellas el envío de la notificación del acto a aquella dirección, la 
segunda la entrega o recepción en el buzón de la dirección de correo de la 
notificación –lo que la LPACAP denomina puesta a disposición–, y la aper-
tura y consiguiente lectura del correo que contiene la notificación –acceso a 
su contenido–, del cumplimiento de las tres fases ha de quedar constancia en 
el expediente. En fin, toda vez que, a diferencia de las dos primeras fases, el 
acceso al contenido del correo depende de la voluntad del interesado notifica-
do, la LPACAP y el TRLCSP prevén, por razones de seguridad jurídica, que, 
enviada y recibida la notificación en la dirección de correo designada y, por 
tanto, puesta a disposición del interesado la notificación, transcurrido (sic.) 
cinco días naturales desde el día siguiente al de la recepción de la notificación 
sin que el interesado acceda a su contenido, se entiende rechazada. En caso 
de notificación rechazada se hará constar esta circunstancia en el expediente, 
especificando las circunstancias del intento de notificación y del medio, dan-
do por efectuado el trámite de notificación y siguiéndose el procedimiento 
(artículo 41.5 LPACAP). Lo que en ningún caso es admisible es estimar pro-
ducida la notificación por la mera constatación de la entrega en el buzón de la 
dirección de correo del acto notificado, cuando no hay constancia del acceso 
a su contenido, sin esperar a que transcurra el plazo en que la ley presume 
que la notificación ha sido rechazado (sic.) por no accederse a su contenido». 
Se apoya en su argumentación en la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 
de noviembre de 2016 (Roj. 4991/2016), de conformidad con la cual, aun-
que cambia la forma, no cambian las bases de la práctica de la notificación 
y, precisamente por ello –como ha quedado demostrado en el análisis juris-
prudencial expuesto en el epígrafe anterior–, la clave es el conocimiento del 
contenido de la notificación. 

Puede apreciarse en esta resolución un mayor énfasis por parte del Tribu-
nal en la certeza del conocimiento, que no puede presumirse cuando se pone 
a disposición del interesado una notificación, sino que precisa de la prueba 
del acceso a su contenido. Ello, por influencia del régimen general para la 
práctica de las notificaciones electrónicas contenido en la LPAC, con el cual 
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se alinea en gran medida –salvo algunas particularidades, como se ha tenido 
ocasión de exponer con anterioridad– la LCSP. 

Junto con ello, añade que, «a pesar de lo que afirma el órgano de 
contratación en su informe, el plazo no precisa ser común para todos los 
licitadores requeridos, pues la justificación de cada licitador es individual 
y distinta de la de los demás, pues distinta es su oferta (…), por lo que no 
afecta al principio de igualdad y no discriminación el que los plazos de 
justificación se computen de forma distinta para cada licitador. Es más, 
imponiendo un término temporal fijo al trámite de audiencia se está vul-
nerando tanto el principio de igualdad como el derecho de defensa. Así, 
el periodo en que los licitadores pueden formular su justificación será 
distinto en función de la fecha en que se haya realizado la notificación del 
requerimiento a cada uno, y de otro puede incluso, impedir, con absoluta 
indefensión, la justificación misma, si la notificación se produce después 
de transcurrido el término». Como consecuencia de todo ello, entiende 
el órgano de control que, «toda vez que la misma (la notificación) no se 
completó puesto que no hay constancia del acceso a su contenido sino 
meramente de su recepción, como exige el artículo 43.2 de la LPACAP, 
no se habría entendido realizado el requerimiento hasta transcurridos cin-
co días naturales desde la puesta a disposición en la dirección de correo 
electrónico designada de la notificación sin acceder el interesado a su 
contenido». De este modo, considera nulo el acto administrativo objeto de 
notificación (el requerimiento) y ordena la retroacción de las actuaciones 
y la notificación de un nuevo requerimiento de justificación de la oferta21. 
Habrá que estar atentos a nuevos pronunciamientos una vez que ha entra-
do en vigor la LCSP. 

4.3
El Informe de la Junta Consultiva 

de Contratación Pública del Estado 1/18

La confusión que genera el autismo del legislador de contratos del sector pú-
blico, las remisiones parciales a la LPAC y la propia novedad de la tecnología 
tiene consecuencias. Algunas de ellas han quedado evidenciadas en el examen 
de la doctrina del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales 

21.	 Nótese que, como ha sido expuesto, en un caso similar se adoptó una decisión diferente 
por entender que el correo fue enviado y que la organización del buzón es responsabilidad 
exclusiva del licitador (Resolución de 30 de julio de 2015, recurso núm. 692/2015). 
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que acaba de ser expuesto. La Junta Consultiva de Contratación Pública del 
Estado ha sido igualmente afectada por una y otras. 

Efectivamente, el Informe de este órgano en el expediente 1/18 acerca 
de diversas consideraciones relacionadas con las notificaciones electrónicas, 
ante la duda de a qué notificaciones se les aplica el régimen de la LCSP y a 
cuáles el de la LPAC –y a pesar de que el órgano consultante (la Diputación 
Provincial de Huesca) le ofrecía anticipadamente una solución razonable–, 
concluye erróneamente en el sentido de que la primera de ellas no contiene 
lagunas en esta materia y, por tanto, presenta una regulación completa de las 
mismas. 

La cuestión planteada, en primer lugar, se refería a la interpretación 
que ha de darse a la disposición adicional decimoquinta, que regula las 
notificaciones administrativas en los procedimientos de contratación pú-
blica, pero solo aquellas «a las que se refiere la presente Ley», consagran-
do un régimen dual; en opinión de la Diputación, habría dos regímenes ju-
rídicos aplicables: el de la LCSP para aquellas notificaciones incluidas en 
su articulado por alusión expresa (actos susceptibles de recurso especial, 
actos de trámite cualificados, modificaciones contractuales que debieron 
ser objeto de nueva adjudicación, acuerdos de rescate de concesiones y 
notificaciones de las adjudicaciones de contratos), y el de la LPAC para 
todas las demás (por ejemplo, notificaciones al Registro de licitadores de 
las prohibiciones para contratar, devoluciones y cancelaciones definiti-
vas de garantías, liquidación del contrato, resolución del contrato, etc. ). 
Como consecuencia de ello, afirma que «una lectura integrada de la Ley 
parece llevar a que la notificación en materia contractual deberá efectuar-
se con carácter general conforme a la Ley 39/2015, salvo para aquellos 
actos en los que la Ley 9/2015 (sic) expresamente alude a que se notifique 
conforme a la DA 15ª, que resultan ser los actos susceptibles de recurso 
especial y los actos adjudicadores de los contratos». 

En segundo lugar, se planteaba la duda sobre cómo llevar a efecto las 
notificaciones, en el sentido de entender que no queda claro si la notificación 
por comparecencia y la notificación mediante dirección electrónica habili-
tada (o dirección de correo electrónico habilitada, como es llamada en otros 
preceptos de la LCSP distintos de la disposición adicional) se refieren o no 
a la notificación por comparecencia en sede electrónica y a la notificación 
mediante dirección electrónica habilitada única de la LPAC, respectivamente. 

Como puede apreciarse, el órgano consultante partía del carácter común 
de la LPAC y de la posibilidad de que la LCSP integre especificidades: ré-
gimen común en materia de notificaciones, con adaptaciones concretas en 
función de las circunstancias específicas del ámbito de la contratación. Esta 
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interpretación, sin duda alguna, presenta un resultado mucho más razonable, 
lógico, coherente, y, desde luego, menos problemático. 

Sin embargo, la respuesta de la Junta Consultiva descarta tal interpre-
tación, por considerar que la óptica es justo la contraria. Entiende que, «aun 
cuando la disposición final cuarta nos recuerde que los procedimientos regu-
lados en esta Ley se regirán subsidiariamente por los preceptos establecidos 
en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, y en sus normas complementarias, lo cierto 
es que en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Públi-
co se establece un sistema específico y concreto de notificación por medios 
exclusivamente electrónicos, sistema que solo en los casos expresamente ex-
ceptuados en la propia Ley o respecto de aquellos aspectos en que exista una 
laguna legal, que no es lo que ocurre en el presente caso, podrá verse comple-
tado mediante la aplicación de las normas supletorias, que son las generales 
del procedimiento administrativo (…) la materia correspondiente a la contra-
tación pública, por su especificidad propia, justifica el establecimiento de un 
sistema especial frente al general del procedimiento administrativo común». 

En coherencia con lo defendido en estas páginas, dado que la LPAC no 
incluye como procedimiento especial el procedimiento de contratación, esta 
interpretación de la Junta Consultiva debe ser rechazada. La inercia de la re-
gulación anterior no justifica el mantenimiento de las premisas cuando estas 
han cambiado. Ello implicaría apostar por la contratación pública como una 
nueva rama del ordenamiento jurídico desgajada del derecho administrativo. 
Es claro, y aquí sí acierta la Junta, que la LCSP puede prever supuestos en los 
que la notificación no será electrónica; también puede cambiar la preferencia 
por las notificaciones electrónicas que está en la LPAC por la exclusividad de 
las mismas, de tal modo que resulten obligadas a su recepción no solo las per-
sonas jurídicas, sino también las personas físicas; incluso puede modificar el 
concreto sistema de notificación. Pero, en ningún caso, la lógica del sistema. 

No obstante, más allá de ello, incluso aunque se aceptara conceptual-
mente la prevalencia absoluta de la LCSP sobre la LPAC, un examen detenido 
de los preceptos de la primera pone de manifiesto la necesidad imperiosa de 
acudir a la regulación de la segunda, como ha quedado demostrado en este 
análisis. 

En este sentido, considera correctamente la Junta Consultiva que las no-
tificaciones de todos los actos insertos en el procedimiento de adjudicación 
del contrato han de practicarse por medios electrónicos, por referirse a ellas 
–en algunos casos expresamente y en otros por remisión general– la disposi-
ción adicional decimoquinta. Sin embargo, no acierta al afirmar que todos los 
extremos de la práctica de las notificaciones electrónicas se encuentran regu-
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lados en la LCSP. Así ocurre, significativamente, en lo referente al rechazo 
de la notificación, extremo no contemplado en aquella, por lo que habrá que 
acudir a la LPAC. 

El desconocimiento de la realidad tecnológica queda patente en el citado 
Informe en el momento de manifestar qué es una dirección electrónica habi-
litada, a la que expresamente se refiere la LCSP en diversas ocasiones a lo 
largo de su articulado. La Junta, a pesar de partir de la consideración de que 
el concepto de dirección electrónica habilitada es «idéntico al que menciona 
la Ley de procedimiento administrativo», afirma que «la dirección de correo 
electrónico habilitada es aquella que debe mencionar expresamente el recu-
rrente o el licitador cuando presenta la declaración responsable y en ella au-
toriza que se verifique cualquier notificación posterior. Su calificación como 
habilitada debe ser consecuencia de un proceso específico que culmina con la 
habilitación concedida por la Administración competente». Insiste en la idea 
al manifestar que, «cuando el recurrente o el licitador indican expresamente 
una dirección de correo electrónico en el marco de un recurso o de la presen-
tación de la documentación acreditativa de los requisitos para contratar, esa 
dirección debe haber sido previamente habilitada por la autoridad competente 
de modo que, por ello, pueda servir como medio de notificación de futuros 
actos de ambos procedimientos».

La referencia expresa en la disposición adicional decimoquinta, como 
únicos dos sistemas de notificación electrónica admisibles en el ámbito de 
la contratación pública, a la dirección electrónica habilitada y a la compare-
cencia electrónica, no puede ser entendida sino como acto de determinación, 
por parte del legislador, de la validez de estos dos sistemas como medios 
únicos a tales efectos, en coherencia con la LPAC. Es decir, se alinean LPAC 
y LCSP en este sentido, con la finalidad de establecer «domicilios virtuales» 
unificados para los interesados o, lo que es lo mismo, que el licitador pueda 
hacer uso, en el ámbito de la contratación, de los sistemas que utiliza en sus 
relaciones con la Administración Pública diferentes de las que se enmarcan en 
un procedimiento de contratación. 

Precisamente por ello, carece de sentido considerar que puede tratarse de 
sistemas diferentes, por dos razones: en primer lugar, la comparecencia, por 
la necesidad de acreditar el momento temporal en el que esta se produce, la 
integridad de los datos objeto de notificación y la seguridad y confidenciali-
dad de la comunicación, solo puede darse en el contexto de la sede electrónica 
–o en otro espacio que aúne las mismas características, como ocurre con la 
Plataforma de Contratación del Sector Público–, único punto de acceso que 
reúne características tecnológicas y jurídicas suficientes para cumplir con es-
tos extremos, de conformidad con lo previsto en la Ley 40/2015, de 1 de oc-
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tubre, de Régimen Jurídico del Sector Público; de otro lado, como se expuso 
con anterioridad, la dirección electrónica es una concreta herramienta dispo-
nible para los interesados que cuenta con regulación propia y características 
específicas. Admitir en el ámbito de la contratación la potestad del órgano 
administrativo que convoca y gestiona la licitación de «habilitar» direcciones 
de correo electrónico, implica romper con la unidad de régimen jurídico a 
efectos de notificaciones que busca la LCSP y la exclusividad de medios por 
la que ha optado la LPAC. 

En definitiva, es clara la necesidad de realizar una lectura de conjunto de 
ambas normas para obtener una visión completa del régimen jurídico de las 
notificaciones electrónicas en el procedimiento de contratación pública para 
evitar lecturas parciales que conduzcan a resultados disfuncionales. 

5
Conclusiones

En las páginas precedentes se ha intentado, partiendo del análisis de la regu-
lación de las notificaciones electrónicas contenida tanto en la LPAC como en 
la LCSP, del estudio de la jurisprudencia más relevante sobre el uso de los 
medios electrónicos en la práctica de las notificaciones administrativas y de 
los pronunciamientos más recientes del Tribunal Administrativo Central de 
Recursos Contractuales, evidenciar los aspectos clave de la práctica de las 
notificaciones por medios electrónicos en el procedimiento de contratación. 

El resultado pretendido con ello consistía en ofrecer una visión general, 
teórica y práctica, sobre la nueva regulación de las notificaciones electrónicas 
de la LCSP que pueda ser de utilidad a los operadores jurídicos. En sus manos 
queda valorar si se ha logrado. 
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